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El desafío de desarrollar capacidades 
tecnológicas y productivas en torno al litio

¿Pueden los recursos naturales ofrecer una plataforma para impulsar el desarrollo económico? Esta 
pregunta ha ocupado durante muchos años buena parte del debate en este campo. Existe una visión 
determinista que ve en los recursos naturales una “maldición”. Desde esta perspectiva, la especialización 
en actividades productivas vinculadas a recursos naturales tiene características que no promueven el 
desarrollo. Se argumenta, por ejemplo, que crean pocos eslabonamientos productivos; generan poco 
empleo; promueven efectos macroeconómicos que desalientan el desarrollo de actividades industriales; 
generan rentas extraordinarias, cuya gestión es poco transparente y que suelen, además, no ser utiliza-
das para fomentar un cambio estructural de la economía (Badeeb et al, 2017; Gilberthorpe y Papyrakis, 
2015). Desde esta perspectiva, los modelos de desarrollo basados principalmente en la producción y 
exportación de recursos naturales son denominados “extractivistas” o “neo-extractivistas”, en su versión 
del siglo XXI, en la que se incorpora una orientación “progresista” basada en la redistribución de la renta 
económica generada por los recursos (Brand et al, 2016; Burchardt y Dietz, 2014).

Sin embargo, las experiencias de países cuyo desarrollo ha estado íntimamente vinculado a su dota-
ción de recursos naturales —por ejemplo, los casos de Canadá, Australia o los países escandina-
vos— ofrecen argumentos para visiones menos pesimistas. En oposición al extractivismo, destacan 
que en varios casos se han verificados procesos de cambio estructural traccionados por actividades 
vinculadas a los recursos naturales. Como resultado de este proceso, la matriz productiva se diversi-
fica y resulta menos dependiente de la dotación inicial de factores productivos. Al mismo tiempo, se 
vuelve más compleja y ganan presencia las actividades más intensivas en conocimiento y con mayor 
productividad (Ramos, 1998; Wright y Czelusta, 2004; Andersen et al, 2018; Freytes y O’Farrell 2021).

Desde esta perspectiva, se sostiene que las dificultades para promover procesos económicos virtuo-
sos no son inherentes a la esencia de las actividades de explotación de los recursos naturales, sino 
que deben rastrearse en sus mecanismos de “gobernanza”. Sin ánimo de exhaustividad, las dimen-
siones de esta gobernanza incluyen, por ejemplo: los criterios sobre la propiedad y el acceso a los 
recursos; los mecanismos de captura y gestión de las rentas generadas por su explotación; los meca-
nismos de participación de distintos actores sociales en los beneficios económicos derivados de 
esas actividades; y los estándares de sostenibilidad vinculados a las actividades productivas.

Este documento se concentra sobre un desafío particular para la implementación de políticas orienta-
das a promover esos procesos de cambio estructural. A diferencia de sus países vecinos del triángulo 
del litio, Argentina cuenta con un régimen federal de gobernanza de la actividad minera, determinado 
por el hecho de que el dominio original de los recursos naturales pertenece a las provincias (Obaya, 
2021). Se trata de un aspecto poco estudiado de la política productiva que, sin embargo, resulta cen-
tral en el caso de la actividad minera. Como se analizará en el documento, el esquema federal plantea 
desafíos de coordinación y vuelve más complejo el diseño de una visión estratégica del recurso que 
pueda plasmarse en una serie bien articulada de políticas públicas.

Se trata de un desafío de primer orden, ya que la literatura especializada muestra que un factor común 
de las estrategias de desarrollo en base a actividades intensivas en recursos naturales considera-
das exitosas ha sido la creación y difusión de capacidades productivas y tecnológicas vinculadas a la 
explotación del recurso y a actividades conexas. La evidencia histórica ofrece un amplio abanico de 
instrumentos que han servido a este propósito, entre los que se incluyen políticas de desarrollo de 
proveedores, programas de capacitación, subsidios a la actividad de ciencia y tecnología o reglas de 
contenido mínimo local (Sasson y Blomgren, 2011; Urzúa, 2012; Ville y Wicken, 2012; Tordo y Anouti, 
2013; Hunter, 2014; Halland y otros, 2015). Asimismo, las políticas públicas dotaron a esas actividades 
de la infraestructura necesaria para sostener en el tiempo los procesos de innovación tecnológica 
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(por ejemplo, laboratorios y centros de investigación), así como también desarrollar las actividades en 
condiciones competitivas (logística, energía) (Wright y Czelusta, 2004; Morris y otros, 2012; Halland y 
otros, 2015; Venables, 2016; López, 2017; Katz y Pietrobelli, 2018).

En el marco de esta discusión, se ha construido una narrativa desarrollista en torno al litio que sostiene 
que este recurso puede ofrecer una plataforma para el desarrollo de procesos virtuosos como los 
referidos anteriormente (Barandiarán, 2019). Una condición para ello sería la colaboración del sistema 
científico y tecnológico, de manera que sea posible construir capacidades productivas y tecnológicas 
que promuevan una mayor participación del país no solo en la industria minera, sino en las cadenas de 
valor que utilizan el litio como insumo (principalmente la de baterías). Esta narrativa se apoya no solo en 
el hecho de que la Argentina cuenta con el 22% de los recursos de litio a nivel global —es el segundo 
país, detrás de Bolivia—, sino también en el carácter crítico que ha asumido el litio a nivel global. En 
el marco de la transición energética, su demanda aumentará de manera sostenida durante los próxi-
mos años ya que es un insumo (por el momento) insustituible para la producción de baterías de ion 
de litio que utilizan los vehículos eléctricos o los sistemas de acumulación de energías renovables. La 
Agencia Internacional de Energía estima que la demanda de litio se incrementará entre 13 y 51 veces 
hacia 2040, según los distintos escenarios proyectados (AIE, 2021)1.

Box 1 - La oportunidad del litio en Argentina

Si bien la Argentina se ha ubicado entre los principales productores de litio en las últimas 
dos décadas, con la operación Fénix (desde 1998) y Olaroz (desde 2015), fue en los últimos 
dos años cuando se registró el mayor dinamismo en fusiones y adquisiciones sobre pro-
piedades en los salares del NOA, y se concretó el avance hacia la construcción de nuevas 
operaciones. A mediados de 2022, la capacidad instalada en Argentina ronda las 38.500 
toneladas de Carbonato de Litio Equivalente (t LCE), lo que la convierte en el cuarto produc-
tor mundial, pero esta cifra podría multiplicarse varias veces con la puesta en marcha de 
nuevos proyectos y ampliaciones. Entre los factores que pueden explicar el aumento de la 
inversión en Argentina se encuentra la ventaja relativa que ofrece el régimen de concesio-
nes respecto de Chile y Bolivia (Obaya, 2021) y el menor costo operativo de la producción a 
partir de salmueras frente a otras fuentes alternativas (pegmatitas, arcillas, etc.), lo que le da 
cierta ventaja relativa frente a otros productores como Australia.

1  El primer escenario de transición energética elaborado por la AIE es el escenario de políticas declaradas (STEPS), que considera 
hacia dónde se dirige el sistema energético basado en un análisis sector por sector de las políticas actuales y los anuncios de políticas. 
El segundo es el escenario de desarrollo sostenible (SDS), que indica lo que se requeriría en una trayectoria coherente con el cumpli-
miento de los objetivos del Acuerdo de París. Bajo los supuestos de STEPS, se estima que la demanda por litio para tecnologías de ener-
gías limpias hacia 2040 podría crecer, respecto de 2020, entre 12,7 y 15,3 veces. Por su parte, bajo los supuestos de SDS la demanda 
aumentaría entre 41,8 y 50,6 veces (Jorratt, 2022).

El desafío de 
desarrollar 
capacidades 
tecnológicas y 
productivas en 
torno al litio
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Participación global en la producción de litio (1998-2021)

Fuente: elaboración propia con base en USGS

A la ampliación de la capacidad de las dos operaciones activas, se sumará en el corto plazo 
Cauchari-Olaroz con un diseño proyectado de 40.000 t LCE. Centenario-Ratones, que 
detuvo su construcción en febrero de 2020 cuando tenía un avance de obras del 30%, la 
retomó en noviembre de 2021 y proyecta una capacidad productiva de 24.000 t LCE. Entre 
2021 y el primer semestre de 2022, se dio inicio a las obras de construcción de Sal de Oro, 
Mariana, Sal de Vida y Tres Quebradas. Al mismo tiempo se evidenciaron progresos en pro-
yectos en un estado avanzado: Lithium Americas adquirió los derechos del proyecto Pastos 
Grandes, Río Tinto adquirió Rincón y Ganfeng Pozuelos-Pastos Grandes. En suma, más allá 
de la evolución heterogénea de estos proyectos, de la fecha efectiva de la entrada en ope-
ración y del viento de cola del mercado internacional, este dinamismo da cuenta de una 
actividad en crecimiento.

Un proyecto tipo de 20.000 t LCE demandará durante la construcción una inversión de entre 
U$S 350 y U$S 500 millones, un gasto operativo anual de entre U$S 90 y U$S 100 millones 
(un costo promedio de U$S 4500/5000 por t LCE en bienes, servicios, salarios e impuestos) 
e inversiones en mantenimiento y reposición de bienes de capital de entre U$S 3 y 7 millo-
nes anuales. Dicho volumen sugiere que existe una gran oportunidad para generar capaci-
dades productivas y tecnológicas asociadas a la actividad litífera y su cadena de valor en la 
Argentina y, en especial, en la región del noroeste argentino.

Las oportunidades que plantea el escenario global, sin embargo, enfrentan obstáculos de distinta 
índole que dificultan la creación de capacidades tecnológicas y productivas vinculadas al litio en la 
Argentina. Una de ellas se origina en la estructura y la dinámica de las redes globales de produc-
ción que utilizan compuestos de litio como insumo. Estas redes imponen condiciones tecnológicas, 
financieras y de escala que imponen barreras difíciles de superar para países de desarrollo intermedio 
como la Argentina (Obaya y Céspedes, 2021). Asimismo, existen preocupaciones crecientes en torno 

Argentina Chile Australia China Otros Unidad de medida: toneladas LCE
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a la sostenibilidad ambiental y social de la minería de litio, que plantean objeciones respecto a las 
condiciones actuales de explotación (Mignaqui, 2019; Jerez Henríquez et al, 2021; Bustos-Gallardo 
et al, 2021)2. Estas se refieren, principalmente, a un eventual impacto negativo de las actividades de 
bombeo de salmueras sobre la cuenca hídrica en la que se ubican los salares.

Este documento se focaliza, como se adelantó, en los desafíos que el marco federal de gobernanza 
de la actividad minera plantea para la generación de una visión estratégica, y para el planteo de un 
marco de políticas bien articuladas a partir de esa visión, que favorezca el desarrollo de capacidades 
productivas y tecnológicas a partir de los recursos de litio que posee el país. 

El documento se estructura en cuatro partes que acompañan esta introducción. En la segunda sec-
ción, se ofrece una caracterización del sistema federal de gobernanza del litio, identificando las com-
petencias que corresponden a los niveles federal y provincial de gobierno. En la tercera sección se 
realiza un mapeo de los principales instrumentos de política orientados al desarrollo productivo aso-
ciado a la minería del litio y los productos que lo utilizan como insumo. Se distinguen aquí los ins-
trumentos a cargo del Gobierno nacional, aquellos promovidos por las provincias del noroeste que 
cuentan con recursos de litio y, finalmente, algunas iniciativas interinstitucionales. En la cuarta sección, 
se analizan dos aspectos del regimen federal de gobernanza de las políticas orientadas al desarrollo 
de capacidades productivas y tecnológicas: la tensión entre dominio de los recursos de litio y capa-
cidad económica para el desarrollo productivo, y la falta de un enfoque sistémico y estratégico con 
relación al mismo. Finalmente, en la quinta sección, se presenta una discusión preliminar de algunas 
líneas de acción orientadas a abordar los desafíos identificados en el estudio.

Caracterización del sistema federal de 
gobernanza del litio

Un rasgo característico del régimen de gobernanza de la minería en la Argentina es, como se ha 
señalado, su carácter federal. El régimen se configura como un sistema multinivel, en el que ciertas 
competencias son potestad exclusiva de las provincias en virtud del dominio que detentan sobre los 
recursos naturales. Estas provisiones convierten a las provincias en las “dueñas” del litio. Sin embargo, 
ello no significa que las provincias cuenten con absoluta autonomía para administrarlo. Su normativa 
y las decisiones sobre el recurso deben encuadrarse en un marco cuya definición es competencia 
del Gobierno federal, y que condiciona aquello que las provincias pueden hacer. Adicionalmente, el 
Gobierno nacional controla una serie de instrumentos de política (por ejemplo, la política de CyT) que 
son de importancia decisiva para una estrategia de construcción de capacidades. 

En esta sección se describen los principales rasgos del sistema federal de gobernanza de la minería, 
con foco en los aspectos que atañen al litio. Un punto clave que emerge de esta discusión es que el 
diseño de políticas de desarrollo productivo y tecnológico requiere un alto nivel de coordinación entre 
jurisdicciones, así como también entre jurisdicciones del mismo nivel. 

2  Un rasgo particular de las actividades económicas basadas en recursos naturales concierne a la sostenibilidad. Este tema ha ganado 
fuerza en las últimas décadas, no solo en virtud de la posibilidad de agotamiento de recursos que no son renovables, sino de la creciente 
evidencia del impacto negativo de las actividades productivas sobre la biodiversidad y, más en general, sobre el ambiente. Asimismo, las 
industrias que operan con recursos naturales suelen estar ubicadas en áreas remotas que son de propiedad colectiva de los pueblos 
originarios con derechos ancestrales, como los bosques naturales, las franjas costeras, lagos y ríos o las cuencas acuíferas (Katz, 2020). 
En los últimos años, se ha comenzado a configurar un sistema normativo, construido en base a regulaciones y estándares internaciona-
les, que promueven reglas que buscan asegurar la sostenibilidad de las operaciones productivas ligadas a los recursos naturales. Para 
un desarrollo de este último punto, ver Arias Mahiques, Galuccio y Freytes (2022).
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Marco normativo nacional

El sistema normativo minero a nivel federal se ordena en función de tres pilares: la Constitución 
Nacional, el Código Minero y la Ley de Inversiones Mineras. Esta normativa se complementa con regu-
laciones ambientales e impositivas de carácter general que interactúan con el nivel provincial. Estos 
instrumentos configuran un régimen de carácter liberal y de “libre entrada” a las inversiones que resulta 
determinante para el funcionamiento de la gobernanza multinivel del litio. 

Las normas que rigen el sistema normativo minero a nivel 
federal configuran un régimen de carácter liberal y de “libre 
entrada” a las inversiones, que resulta determinante para el 
funcionamiento de la gobernanza multinivel del litio.

La actividad minera en la Argentina —incluyendo las actividades de prospección y exploración— está 
regida, en primer lugar, por la Constitución Nacional (CN). En su artículo 124, la Constitución de 1994 
reafirmó el dominio originario de las provincias sobre los recursos naturales que existen en sus terri-
torios. En la misma reforma, las provincias delegaron al Congreso de la Nación la facultad de dictar 
los códigos de fondo (Art. 75 inc. 12), lo que incluye al Código de Minería de la Nación (en adelante el 
Código).

De acuerdo con el Código, el litio es considerado un mineral de primera categoría. Para este grupo de 
minerales (que incluye, por ejemplo, al oro, el cobre y la plata), el ordenamiento jurídico argentino distin-
gue la propiedad del suelo (regida por el Código Civil y Comercial), de la propiedad del subsuelo (regida 
por el Código de Minería). El Código establece que la propiedad de las minas de primera categoría es 
del Estado, mientras que las personas físicas o jurídicas pueden adquirirlas en virtud de concesio-
nes legales otorgadas por la autoridad competente. De lo estipulado por la Constitución Nacional y 
el Código de Minería resulta que las administraciones provinciales son las autoridades competentes 
para otorgar concesiones mineras. 

Complementariamente al Código, el principal instrumento de promoción de la actividad minera, inclu-
yendo la minería del litio, es la Ley de Inversiones Mineras (Ley Nº 24.196 /93, modificada por la Ley Nº 
25.429 /01 y sus decretos reglamentarios). Las provincias adhirieron al régimen en el marco del primer 
acuerdo federal minero3. Promulgada durante la década de 1990, en el marco de una serie de reformas 
económicas de orientación liberal, la Ley busca promover la inversión reduciendo el riesgo empresarial 
en sus primeras etapas y garantizando la estabilidad tributaria por 30 años. 

Entre los principales beneficios que ofrece el régimen se encuentran la deducción de los gastos de 
prospección y exploración, la amortización acelerada de las inversiones para la puesta en marcha de 
las operaciones y exenciones impositivas para la importación de bienes de capital, equipos e insumos 
específicos4. Además, se establece un tope del 3% a las regalías que recaudan las provincias (ver 
Tabla 1). 

3  El artículo N°4 de la ley 24.196 declaraba que el régimen se aplicaría en todo el territorio nacional en aquellas provincias que hubieran 
expresado, a través del dictado de una ley, la adhesión al mismo. Las tres provincias del NOA adhirieron a la Ley de inversiones mineras: 
Jujuy (Ley Provincial N°4.695 / agosto 1993), Salta (Ley Provincial N°6712 / agosto 1993) y Catamarca (Ley Provincial N° 4759 / noviem-
bre 1993). 
4  En la práctica, sin embargo, el esquema de promoción establecido por la Ley de Inversiones se ha flexibilizado “de hecho”, por ejem-
plo mediante la imposición de derechos de exportación o la implementación de fideicomisos que elevan la carga tributaria provincial 
por encima del 3% (Murguía y Godfried 2019). A esto se suma las limitaciones para acceder al mercado único y libre de cambios y la 
incidencia de la desvalorización monetaria en el reintegro del IVA del Art 14, lo que ha llevado a la judicialización de algunos de estos 
beneficios y a la relativización de los mismos por parte de las empresas como incentivo a la inversión.

Caracterización 
del sistema federal 
de gobernanza 
del litio
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Principales beneficios otorgados por la Ley de Inversiones Mineras

Etapa            
prospección / 
exploración

Art.12° Deducción de 100% de los gastos de prospección y exploración del impuesto a 
las ganancias5.

Art.14° BIS Devolución anticipada de IVA sobre la compra de bienes o servicios en 
exploración6. 

Etapa           
construcción /
operación

Art.8°

Estabilidad fiscal: por el término de 30 años contados a partir de la fecha de 
presentación del estudio de factibilidad, las empresas no podrán ver modificada su 
carga tributaria total, en términos porcentuales, como consecuencia de la creación 
de nuevos impuestos, aumentos de alícuotas, tasas, aranceles, montos o modifi-
cación en la base imponible. La estabilidad es aplicable también a los regímenes 
cambiario y arancelario (ver discusión en la subsección sobre Ley de inversiones 
mineras.).

Art.13° Amortización acelerada de las inversiones en equipamiento, construcción, infraes-
tructura y activos fijos.

Art.21°

Beneficio arancelario para la importación de bienes de capital, equipos especia-
les o elementos componentes de dichos bienes, y de los insumos determinados 
por la Autoridad de Aplicación (ver discusión en la subsección sobre Ley de 
Inversiones mineras.).

Art.22° Tope del 3% de regalías del valor —boca mina— del mineral extraído.

Art.23°

Deducción ambiental: las empresas deben constituir una previsión especial a los 
efectos de prevenir y subsanar potenciales alteraciones al ambiente (deducible 
del impuesto a las ganancias hasta el 5% del gasto operativo de extracción y 
beneficio).

Fuente: elaboración propia con base en la Ley de Inversiones Mineras.

Además de lo regido por el Código de Minería, la actividad minera se inserta dentro del marco multini-
vel de gobernanza socioambiental de la República Argentina. El esquema está compuesto distintiva-
mente por leyes de presupuestos mínimos de protección ambiental que establecen un piso mínimo 
de condiciones necesarias para asegurar la protección ambiental, en la cual las provincias puedan 
incrementar los estándares, pero no regular de manera regresiva. Dentro de ellas, la Ley General del 
Ambiente (Nº 25.765) establece los presupuestos mínimos para la gestión sustentable del ambiente y 
rige el procedimiento de los estudios de impacto ambiental. Se suman, además, otros tratados apro-
bados y leyes dictadas por el Congreso, las normas ambientales de jurisdicciones provinciales con 
arreglo a las leyes de presupuestos mínimos o en consonancia al Código de Minería, y las normas 
nacionales y subnacionales sobre pueblos y comunidades originarias7. 

Marco normativo provincial

El régimen federal consolidado por la reforma constitucional de 1994 establece, como se señaló, que 
cada provincia es la propietaria de los minerales bajo su jurisdicción y la responsable del procedimiento 
para la concesión de derechos mineros. La autonomía de cada provincia ha conducido a una gran hete-
rogeneidad debido a la coexistencia de distintas estructuras administrativas y procedimientos de diversa 
índole, lo que aumenta los costos de transacción de las empresas que operan en el sector8. Cuando el 
Estado provincial otorga una concesión minera a un tercero, conserva la propiedad original. La concesión 

5  Esta deducción se referencia comúnmente como una “doble deducción”, ya que está admitida también en la Ley de Ganancias (texto 
ordenado Decreto 824/2019, Art°78) una deducción progresiva, a medida que se produce el agotamiento de la sustancia productora de 
renta en bienes análogos a minas, canteras y bosques, de los costos incurridos para cumplir los requerimientos técnicos y ambientales 
exigidos al momento de obtener la concesión. 
6  Este incentivo busca mitigar el impacto financiero de que el crédito fiscal no pueda trasladarse a otros eslabones, como en el resto 
de las actividades económicas, durante largos períodos de tiempo. 
7  Para un desarrollo en profundidad de este punto, ver Arias Mahiques, Galuccio y Freytes, 2022. 
8  Por ejemplo, las tres provincias del NOA donde se localizan los salares ricos en litio tienen un sistema de autoridad minera de carácter 
mixto: mientras que la Secretaría o Dirección de Minería asume las funciones técnicas y de fomento por parte del Estado, la concesión 
está a cargo de los juzgados de minas, que son asistidos por la autoridad minera en lo referido a los requerimientos técnicos del proceso 
de concesión. A la vez, el estatuto de estos juzgados varía entre provincias: mientras que en Jujuy y en Catamarca los juzgados tienen 
carácter administrativo e integran el Poder Ejecutivo, en Salta el juzgado de minas pertenece al Poder Judicial.
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puede ser revocada de no cumplirse las condiciones de conservación que impone el Código9. El 
Estado también puede realizar actividades mineras a través de personas jurídicas (por ejemplo, empre-
sas) las cuales pueden obtener los mismos derechos de concesión que los particulares. 

La autonomía de cada provincia ha conducido a una gran 
heterogeneidad debido a la coexistencia de distintas 
estructuras administrativas y diversos procedimientos, lo 
que aumenta los costos de transacción de las empresas que 
operan en el sector.

El comienzo del proceso productivo está sujeto a la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental 
(EIA). A los efectos de este trabajo, es importante destacar que este procedimiento no solo describe 
los impactos y las medidas de protección ambiental que se adoptarán en la operación, sino también 
aspectos socioeconómicos e información relativa al diseño de la explotación y al plan de minado a lo 
largo de la vida útil proyectada, entre varios otros. En la práctica, como se profundizará más adelante, 
la aprobación del EIA se ha ido consolidando como un mecanismo para negociar con las empresas 
mineras las condiciones de su operatoria, tales como la contratación de bienes, servicios y empleo 
provincial. Dicho de otro modo, a través del EIA las provincias buscan aumentar la eficacia de su polí-
tica de desarrollo productivo y tecnológico en torno a la minería de litio.

En términos tributarios, la principal fuente de ingresos fiscales para las provincias por la actividad 
minera que se desarrolla en sus territorios son las regalías10. En Argentina, la Ley de Inversiones 
Mineras fijó un sistema ad-valorem con un tope del 3% sobre el valor boca de mina. La normativa 
permite deducir ciertos gastos sobre el valor de facturación, lo que termina por afectar negativamente 
la capacidad de recaudación de las provincias por este gravamen11. La configuración actual del régi-
men tributario y el balance de la carga fiscal total se encuentra mayormente concentrada en el fisco 
nacional, lo que limita las posibilidades de las provincias de utilizar la recaudación por regalías para 
incentivar políticas de desarrollo local12. 

La aplicación de las regalías en las provincias litíferas tiene modalidades diferenciadas, como se des-
cribe en detalle más adelante (ver gráfico 5). En términos generales, las tres provincias destinan una 
parte de lo recaudado a la promoción de los municipios o departamentos donde se ubican los yaci-
mientos y a inversiones en infraestructura vinculadas a la actividad, mientras que los ingresos restan-
tes se destinan a gastos generales de la provincia. Adicionalmente, en la legislación provincial sobre 
regalías, cada provincia buscó promover objetivos específicos: Jujuy estableció incentivos adicionales 
para el procesamiento de los minerales en la provincia, Salta se propuso fortalecer las capacidades de 
control y los ingresos de la provincia vis-a-vis los municipios, y Catamarca procuró mejorar los ingre-
sos fiscales de la provincia a través de la determinación de precios de referencia y tasas (ver Box 2).

 

9  El Código, en su artículo 218, especifica los motivos por los que puede darse la caducidad de una concesión. Estos consisten prin-
cipalmente en que las inversiones proyectadas no se hayan realizado, que estas se ubiquen por debajo de determinados valores o que 
hayan incurrido en falsedad en la presentación de las declaraciones juradas informativas.   
10  Este gravamen consiste en un impuesto específico que se aplica usualmente a actividades productivas basadas en recursos natu-
rales, en especial hidrocarburos y minerales.  El concepto subyacente es que el Estado percibe la regalía como una compensación por 
el recurso extraído, al tratarse de un bien de dominio público.
11  Las regalías, que se aplican en casi todos los países con actividad minera, se calculan o bien como un porcentaje del valor producido 
—ad-valorem—, o bien como un cargo fijo por unidad de mineral extraído —específicos—, o en función de la rentabilidad de la operación 
—utilidades— (Jorratt, 2022). Los costos deducibles del valor de venta según la ley argentina son los gastos en transporte; trituración, 
molienda y beneficio; comercialización; fundición; administración (no relacionada a la extracción) y refinación (Ley 24.196/93, Art.°22). 
12  Los principales impuestos que gravan la actividad son tres: el impuesto a las ganancias, los derechos de exportación y las regalías 
mineras. El primero no ha sufrido cambios significativos en términos de carga fiscal y es coparticipable. Por el contrario, los derechos 
de exportación experimentaron varios cambios a través del tiempo, en general en función de la evolución del tipo de cambio, y no son 
coparticipables.
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Box 2: Las regalías mineras en las provincias litíferas

En Jujuy, las regalías están reguladas por la Ley Fiscal N° 5.791 de 2014, donde se establece 
un descuento del 1% sobre la alícuota (del 3% al 2% boca de mina) cuando el mineral o con-
centrado se industrializa en la provincia (Art. 347). Si bien este beneficio fue concebido prin-
cipalmente para las explotaciones metalíferas, con el propósito de promover, por ejemplo, 
la fundición local del plomo obtenido en mina Aguilar, se aplica también a las operaciones 
de litio que industrializan el carbonato de litio, lo que en la práctica lleva la tasa efectiva a 
aproximadamente 1,6% sobre el valor de venta (2% boca de mina). 

En Salta, la Ley N° 8.229, de 2020, modificó la distribución de los fondos a recaudar por 
la minería13, creando el Fondo Especial de Promoción Minera, que destina el 10% de lo 
recaudado a fortalecer las capacidades de monitoreo, control y fiscalización de la actividad 
minera por parte del Gobierno provincial. Pero, a diferencia de Jujuy, mantuvo inalterado el 
cálculo de las regalías, ratificando en el Art. 9 el 3% valor boca-mina.

Catamarca, donde se ubica el proyecto en producción de más larga data, es la provincia de 
la región que ha introducido las modificaciones más sustanciales al esquema de regalías 
previsto por la Ley de Inversiones Mineras. Para el caso de la minería de litio, en 2017 se 
sancionó la Ley Nº 5.531, a partir de la cual se aprobó un acuerdo con la subsidiaria local 
de Livent, que lleva adelante el proyecto Fénix desde 1998. Allí se establece un precio de 
referencia internacional, calculado en base a las exportaciones de Argentina y Chile, como 
base imponible para el pago de regalías. La principal modificación que introduce el acuerdo 
es la elevación de la carga a prácticamente un 3,5% sobre el valor bruto de venta (esto es, 
sin la deducción de gastos contemplada por el valor boca de minar). El 3,5% se compone de 
una regalía del 2% que solo permite deducir los derechos de exportación y los impuestos 
internos que integren el precio de venta; un fideicomiso minero, integrado por contribucio-
nes equivalentes al 1,2% del valor de ventas anual, y un presupuesto mínimo destinado a 
iniciativas de responsabilidad social empresarial que debe ser equivalente al 0,3% del valor 
de ventas anual. 

Como se ha visto en este apartado, el régimen federal configura un esquema de gobernanza multini-
vel. Las provincias ejercen los derechos que les da la “propiedad” sobre el recurso en el marco de un 
conjunto de reglas definidas por el Gobierno federal. Se termina por configurar así un sistema en el que 
coexisten competencias de naturaleza exclusiva con otras que son concurrentes entre los distintos 
niveles de gobierno (ver Gráfico 2). Al mismo tiempo, como se desarrolla en la sección siguiente, la 
capacidad del gobierno federal de definir un marco de política en relación al recurso se apoya no solo 
en sus competencias normativas, sino también en los recursos y los instrumentos de política que 
controla. En comparación con las provincias —especialmente aquellas de la región noroeste, donde 
se localizan los recursos de litio—, el Gobierno nacional tiene muchos más instrumentos y recursos 
económicos para la implementación de políticas orientadas al desarrollo de infraestructura y de capa-
cidades productivas y tecnológicas. 

13  La modificación fijó la distribución en un 20% para los Municipios, 10% para el Fondo Especial de Promoción Minera y el 70% 
restante no tiene asignación específica, por lo que es incorporado al tesoro provincial. La normativa anterior distribuía 50% al tesoro 
provincial y 50% al municipio donde se ubicaba la explotación sin asignación específica.
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Competencias del gobierno federal y las provincias con relación al litio

Análisis de las políticas de desarrollo productivo 
y tecnológico en la industria del litio

El relevamiento de las políticas de desarrollo productivo y tecnológico orientadas a la industria del 
litio y las cadenas de valor relacionadas se configura a partir de instrumentos desplegados por el 
Gobierno nacional y los Gobiernos provinciales. Entendemos por política de desarrollo productivo y 
tecnológico al conjunto de instrumentos orientados a promover la creación y difusión de capacidades 
e infraestructura local en beneficio de actividades que favorezcan un aumento de la productividad y 
crecimiento económico más dinámico. 

- Constitución 1994

- Códigos de procedimientos
mineros provinciales y normativas
de la autoridad minera

- Código de Minería Nacional

- Ley de Inversiones mineras 24.196/93
- Adhesiones provinciales al régimen
nacional
- Leyes de promoción locales
- Leyes de compre y contrate local

- Códigos de procedimientos mineros 
provinciales normativas de la 
autoridad minera que instrumentan el 
cumplimiento de la normativa nacional
- Leyes provinciales (EIA)

- Leyes y códigos fiscales 
provinciales (regalías)
- Acuerdos Fideicomisos Gobierno 
provincial-Empresa

Gobierno provincial Gobierno nacional

- Ley General del Ambiente
- Ley Modificación al Código de Minería

- Acuerdo de Escazú
- Ley de Régimen de Libre Acceso a la 

Información Pública Ambiental
- Convenio 169 de la OIT

- Ley 27.541/19 y Decretos reglamentarios 
derechos de exportación

- Ley de Impuesto a las ganancias 
- Ley 27.111/14 (actualiza canon minero)

Dominio de los recursos naturales

Derechos, obligaciones y procedimientos referentes al aprovechamiento de las sustancias minerales

Régimen de promoción de inversiones y desarrollo productivo 

Régimen impositivo

Regulaciones ambientales y referidas a la participación ciudadana, incluyendo pueblos originarios

Gráfico 2

Fuente: elaboración propia.
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Instrumentos de política de desarrollo productivo y tecnológico14

Ámbito Instrumentos (ejemplos)

Oferta

Conocimiento, inno-
vación y tecnología

Subsidios, incentivos para actividades de I+D, presupuesto para financiar 
recursos humanos en actividades científico-tecnológicas, colaboración con 
universidad-sector privado, regulación de la propiedad intelectual, infraestruc-
tura en I+D.

Trabajo, capacita-
ción y educación 
profesional

Políticas educativas (terciaria y universitaria); subsidios para la formación en 
empresas; programas de formación profesional y reconversión de habilidades.

Capacidad productiva Subsidios, exenciones impositivas, atracción de IED.
Recursos e 
infraestructura Energía, rutas, puertos.

Financiamiento y 
mercado de capitales Tasas de interés subsidiadas, garantías públicas, apoyo a capital de riesgo.

Instituciones Creación de agencia (pública; público-privada), planificación, políticas de 
clúster.

Otros Regulación de precios, cuotas sobre producción primaria, empresas públicas.
Demanda Interna Compras y contrataciones públicas. Políticas de compre local. 

Externa Promoción de exportaciones, misiones comerciales, acuerdos comerciales.

Fuente: elaboración propia con base en O'Farrell, Palazzo, et al. (2021: 21-22)

La Tabla 2 presenta algunos de los principales instrumentos de política comúnmente utilizados para 
la implementación de políticas de desarrollo productivo y tecnológico. A continuación se presenta un 
análisis de las políticas efectivamente implementadas  en torno al litio y las cadenas de valor relaciona-
das, tanto a nivel provincial como nacional15. En lo que se refiere al Gobierno nacional se discuten, en 
primer lugar, algunas iniciativas en el marco de la Ley de Inversiones Mineras que ilustran las limitacio-
nes de ese instrumento. Se describen luego tres instrumentos identificados en este estudio: en primer 
lugar, el Programa de Desarrollo de Proveedores, a cargo del Ministerio de Desarrollo Productivo; en 
segundo lugar, los instrumentos de apoyo del sistema científico-tecnológico, principalmente aquellos 
gestionados por el CONICET y la Agencia I+D+i, y, en tercer lugar, el proyecto UniLiB, liderado por Y-TEC 
y la Universidad Nacional de la Plata, que tiene como finalidad la construcción de una planta piloto de 
baterías de ion de litio. 

En el ámbito provincial se analizan las leyes de compre local adoptadas por las tres provincias que cuentan 
con litio en salares, y el rol y las estrategias de las empresas públicas provinciales en relación al recurso, 
tanto en el segmento de exploración y producción como en actividades “aguas abajo”.  

Finalmente, se identifican algunas iniciativas que hemos denominado interinstitucionales, en tanto inte-
gran a actores de distintos niveles jurisdiccionales en el diseño y gestión de instrumentos de política. 
En este informe se presentan la iniciativa tripartita del Centro de Investigación y Desarrollo en Materiales 
Avanzados y Almacenamiento de Energía de Jujuy (CIDMEJu), de la que participan el CONICET, la 
Universidad Nacional de Jujuy y la provincia de Jujuy, y los programas de desarrollo de proveedores a 
cargo del INTI-Regional Noroeste, de los que participan los gobiernos de la región y las empresas litíferas. 

14  El primer criterio de clasificación distingue los instrumentos que apuntan a la oferta de aquellos que operan sobre la demanda. Los 
primeros buscan reducir el costo de los factores de producción, generar un entorno propicio para el desarrollo de actividades producti-
vas, y fomentar la creación de capacidades tecnológicas en las empresas, actores y científicos locales. Los instrumentos operan sobre 
una diversidad de ámbitos, que van desde la infraestructura hasta el sector científico-tecnológico, pasando por el mundo del trabajo y 
el sector financiero. Por su parte, los instrumentos incluidos en la segunda categoría buscan fomentar la demanda, ya sea interna como 
externa, a partir de la promoción de exportaciones o de la firma de acuerdos comerciales.
15  La reconstrucción del marco de política está basada en el análisis de la normativa y programas vigentes y en la realización de 25 
entrevistas a informantes claves, incluyendo funcionarios y ex funcionarios nacionales y provinciales, representantes de empresas pri-
vadas y públicas, y expertos del ámbito académico, del sector privado y del tercer sector.
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Políticas nacionales

Ley de Inversiones Mineras

Como se desarrolló previamente, el régimen de promoción de la actividad minera es de carácter liberal 
y de libre acceso. En consecuencia, su diseño limita el menú de instrumentos que pueden utilizarse para 
promover el desarrollo de capacidades productivas y tecnológicas. No obstante, en su reglamentación y 
aplicación La Ley de Inversiones Mineras podría ofrecer algún margen de acción que supedite el acceso 
a los beneficios o exenciones otorgadas al cumplimiento de condiciones alineadas con esos objetivos.

En particular, la instancia de presentación del estudio de factibilidad ante la autoridad nacional para obte-
ner la estabilidad fiscal (Art. 8) podría configurarse como un espacio de articulación de políticas para 
mejorar las condiciones iniciales de radicación del proyecto minero en favor de un mayor impacto sobre 
la estructura productiva local y/o nacional16. En esta línea, y a modo de ejemplo, la Resolución 9 de la 
Secretaría de Política Minera, de enero de 2019, estableció un procedimiento para acceder al beneficio 
de la estabilidad fiscal por el que se obliga al beneficiario a presentar un Plan de Participación de Industria 
Nacional (PPIN). En dicho plan se debe dar cuenta de las acciones realizadas en el marco del proyecto 
presentado para promover la participación de la industria nacional en la fase inicial del proyecto (ingenie-
ría y diseño) y en la etapa operacional inicial. El objetivo es igualar las condiciones para la participación de 
empresas argentinas en los procesos de cotización “de forma justa y razonable”, siempre que ofrezcan 
bienes y servicios competitivos y con los niveles de calidad y plazos requeridos.

Otro instrumento de la ley que está sujeto a la reglamentación por parte de la autoridad de aplica-
ción es la definición de las posiciones del nomenclador nacional que pueden acogerse al beneficio 
de exención de aranceles a la importación establecido por el Art. 21. Antecedentes en este sentido 
son la Resolución 63/2019 de la Secretaría de Minería, que estableció una serie de requisitos técni-
cos mínimos que debían reunir las bolas de molino forjadas (N.C.M. 7326.11.00) para ser importadas 
bajo el amparo del Artículo 21, e instrumentó un proceso de verificación para el cumplimiento de los 
requisitos con un organismo certificador reconocido (INTI). Los insumos que se importen a futuro y 
no tengan una calidad igual o superior a los provistos localmente (que fijan el estándar) deben ser 
importados por el régimen general sin beneficio arancelario. En la misma línea, en diciembre de 2020 
se conformó una mesa técnica de análisis en el ámbito de la Secretaría de Minería del Ministerio de 
Desarrollo Productivo, con el objetivo de potenciar el desarrollo de proveedores locales para el sec-
tor minero. Esta mesa estableció un proceso de revisión progresiva de eliminación de las posiciones 
arancelarias beneficiadas en la Resolución 89/201917 y estableció un procedimiento para incorporar 
nuevas posiciones no incluidas en el Anexo I de la misma18.

No obstante, de las entrevistas realizadas surge que existen una serie de obstáculos para que estas 
políticas produzcan los resultados esperados. En primer lugar, iniciativas como el PPIN son de carácter 
más bien enunciativo y no vinculantes, por lo que el seguimiento de su implementación depende taxa-
tivamente de la voluntad de la autoridad de aplicación nacional. Asimismo, existe un considerable des-
acople temporal entre el proceso de aprobación del estudio de factibilidad para obtener la estabilidad 

16  El estudio de factibilidad es un informe detallado que procura demostrar la viabilidad de construir el proyecto, para lo cual debe 
cubrir, al menos, cuatro funciones principales: lograr el financiamiento, obtener la aprobación del directorio/accionistas para proceder 
a la construcción, tramitar el permiso provincial para la construcción y recibir la estabilidad fiscal por parte de la autoridad nacional. El 
informe incluye aspectos técnico-mineros, aspectos empresariales, planes de Infraestructura, servicios auxiliares y construcciones 
civiles requeridas, aspectos económicos y fiscales, aspectos ambientales y sociales (líneas de base), aspectos de mercado de los pro-
ductos a obtener, entre otros. Para más detalles ver Resolución 9/2019 Secretaría de Política Minera, “Guía de Formulación de Estudio 
de Factibilidad”.
17  La Resolución 89, de octubre de 2019, definió un listado de posiciones admitidas (Anexo I) para ser importadas conforme al Artículo 
21 de la Ley N° 24.196 de Inversiones Mineras (arancel 0). Estas corresponden a bienes de capital, equipos especiales, partes y compo-
nentes de dichos bienes e insumos específicos.
18  La Mesa Técnica está conformada por la Dirección de Cadena de Valor Minera (Secretaría de Minería) y la Dirección de Compre 
Argentino y el PRODEPRO (Secretaría de Industria, Economía del Conocimiento y Gestión Comercial Externa), ambas dependientes del 
Ministerio de Desarrollo Productivo, así como las principales cámaras del sector.
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fiscal por parte de la autoridad nacional, el cumplimiento de todas las instancias de aprobación del 
proyecto por parte de las autoridades provinciales y la decisión final de la compañía de invertir, lo que 
relativiza el realismo de los planes comprometidos en la primera instancia. Todavía más importante, 
en la intersección de ambos procesos concurren y entran en tensión objetivos de distinto orden por 
parte de las autoridades nacionales y provinciales: mientras las primeras pueden contemplar objetivos 
vinculados al desarrollo de capacidades productivas y tecnológicas en el tejido productivo nacional, 
las segundas tienden a privilegiar el avance de los proyectos de inversión y la localización de activi-
dades productivas vinculadas a los proyectos en el propio territorio de la provincia. La falta de alinea-
miento en los objetivos de unas y otras compromete también el seguimiento y la aplicación de los 
planes comprometidos.   

Programa de Desarrollo de Proveedores (PRODEPRO)

El programa más directamente alineado con el objetivo de desarrollar capacidades productivas en 
torno a la minería (y a otras actividades) es el Programa de Desarrollo de Proveedores, gestionado por 
el Ministerio de Desarrollo Productivo19. Esto no significa, sin embargo, que el sector haya hecho un 
uso intensivo de sus beneficios. 

Entre sus objetivos centrales, el PRODEPRO incluye algunos que apuntan a promover el desarrollo 
productivo, tal como lo entendemos en este informe: aumentar el grado de integración en cadenas de 
valor en sectores considerados estratégicos; crear puestos de trabajo de alta calificación; promover el 
diseño y desarrollo de tecnologías innovadoras y con criterio ambientalmente sustentable. Las empre-
sas proveedoras que desarrollan actividades en el sector minero son elegibles para ser beneficiarias 
de los instrumentos del programa, los cuales se describen a continuación (Tabla 3). 

Instrumentos del PRODEPRO

Instrumento Descripción
Aportes no reembolsa-
bles (ANR)

Es el principal instrumento del programa. Se puede utilizar para la adquisición de bienes de 
capital, ingeniería, desarrollo y prototipos de productos, certificaciones, soluciones de indus-
tria 4.0, etc.

Financiamiento a tasa 
subsidiada

El subsidio es de hasta 40% de la tasa de interés, y hasta 10% adicionales para proyectos 
que incorporen tecnologías 4.0, “Proyectos Asociativos Cliente-Proveedor” o para la aplica-
ción de una perspectiva de géneros y diversidad.

Asistencia técnica Puede utilizarse para diagnosticar oportunidades de mejora productiva, gestión tecnológica, 
incorporación de diseño, capacitación de personal, realización de pruebas, certificación de 
procesos, y/o ensayos de productos, entre otros. Con excepción de las microempresas, el 
financiamiento de la asistencia es compartido entre el beneficiario y el programa.

Fuente: elaboración propia.

Los aportes no reembolsables (ANR) y el financiamiento subsidiado están orientados a reducir el 
costo del capital con el objetivo de promover la inversión en actividades que puedan tener un impacto 
positivo sobre la productividad. La asistencia técnica, por su parte, también busca aumentar la produc-
tividad, pero a través de mejoras en la eficiencia a nivel de planta.

En el período 2020-2021 el PRODEPRO tuvo un total de 219 beneficiarios únicos20, quienes, en algu-
nos casos, recibieron más de una ayuda/instrumento, o el mismo instrumento más de una vez. Todas 

19  El PRODEPRO está destinado a empresas que tengan proyectos de inversión vinculados al abastecimiento de los siguientes secto-
res: energía (renovable y no renovable); ferroviario; transporte y movilidad eléctrica; minería (metalífera y litio); aeroespacial; naval (pesada 
y liviana); salud; nuclear; bienes, servicios y tecnologías asociadas a las fuerzas de defensa y seguridad. 
20  Este relevamiento se realizó a partir de un pedido de acceso a la información pública (EX-2021-111078967- -APN-DNAIP#AAIP-) 
recibido el 21 de diciembre de 2021.
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estas empresas recibieron aportes no reembolsables (16 de ellas en dos ocasiones), por un monto 
total de alrededor de 70 millones de dólares (U$S 69.997.03321). El mayor beneficiario de este tipo 
de instrumentos fue el sector de energías renovables, que recibió un 26% de los fondos, seguido 
por salud con un 20,9%. En conjunto minería e hidrocarburos alcanzaron el 14%. El financiamiento 
a tasa subsidiada tuvo como beneficiarias a 51 empresas (3 de ellas en dos ocasiones). El sector 
que más fondos recibió por este concepto fue también el de energías renovables, con una participa-
ción del 20,2% sobre el total, seguido por transporte ferroviario (18,5%) e industria 4.0 con un 15,9%. 
Finalmente, se realizaron 73 asistencias técnicas. 

Solo 3 empresas proveedoras de minería de litio participaron del PRODEPRO. Las mismas se espe-
cializan en provisión de equipos y repuestos, ingeniería de transporte o ingeniería de procesos. El 
monto destinado a estas empresas por ANR representa 1,3% del total provisto por el programa a 
través de este instrumento. En términos absolutos el monto percibido asciende a U$S 897.500 entre 
las tres compañías. Una de estas empresas accedió también al beneficio de asistencia técnica. De 
acuerdo a las entrevistas realizadas, las empresas que participaron en proyectos vinculados a la mine-
ría prestan servicios a otras actividades que requieren capacidades técnicas consolidadas por parte 
de sus proveedores  (por ejemplo, el sector hidrocarburífero) y se ubican en provincias que cuen-
tan con sectores industriales desarrollados (como Córdoba, Santa Fe, AMBA o, en el caso del NOA, 
Tucumán)22. De hecho, este patrón se replica en prácticamente todas las actividades promovidas. Las 
empresas beneficiarias del PRODEPRO en 2020-21 se localizan en 10 provincias, mientras que nin-
guna empresa de Jujuy, Salta y Catamarca recibió algún tipo de beneficio, ni en la actividad minera ni 
en otras actividades.

El programa tuvo discontinuidades asociadas, en parte, a que depende de financiamiento internacio-
nal. Entre los desafíos para su implementación, se mencionó el hecho de que el programa depende de 
la demanda de las empresas y no está apoyado por una institucionalidad densa que facilite la identifi-
cación ex ante de cuál es la demanda de bienes y servicios por parte de las operadoras mineras y cuá-
les son las empresas con capacidades para atender a las demandas. Por tratarse de un programa de 
orden nacional, las provincias no se involucran activamente en su implementación. Cuando lo hacen, 
su intervención tiende a estar focalizada en casos específicos y a estar informada por la prioridad de 
localizar las actividades productivas en la provincia. 

Instrumentos de apoyo a la ciencia, la tecnología y la innovación: el papel del CONICET y la 
Agencia I+D+i

El apoyo a las actividades de promoción de la ciencia, la tecnología y la innovación vinculadas al litio 
se canaliza, principalmente, a través del CONICET y la Agencia I+D+i. En el primer caso, el principal 
instrumento de política es el financiamiento del salario de investigadores y el estipendio para la for-
mación de recursos humanos (becarios doctorales y posdoctorales). A partir del análisis de la base 
de datos del CONICET, se han identificado 236 investigadores y becarios de la institución que tienen 
proyectos de investigación vinculados al litio o han publicado estudios relacionados con el recurso 
en los últimos 10 años.

Desde el punto de vista temático, el personal de CONICET está, principalmente, orientado hacia los 
procesos denominados aguas abajo antes que a temas relacionados más directamente con la explo-
tación (o las primeras etapas de producción del recurso) o la sostenibilidad social y ambiental de los 
procesos asociados. El 52% de los investigadores y becarios se concentra en cuestiones vinculadas a 
las baterías y sus componentes (Gráfico 3). Si se consideran otros temas tales como “materiales” (4%), 

21  Se tomó un tipo de cambio promedio de 70,6 en 2020 y de 95,1 en 2021 (BCRA Comunicación "A" 3500 promedio aritmético de 
tipo de cambio nominal promedio mensual). La conversión efectuada busca tornar comparables los ANR otorgados durante un período 
donde la variación interanual del tipo de cambio fue del 35%.
22  A partir de los datos obtenidos del programa se puede constatar que las 3 empresas beneficiarias como proveedoras de la minería 
de litio se ajustan a este patrón y tienen su domicilio en Buenos Aires, Santa Fe y Tucumán.
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salud (3%) o la mayor parte de los proyectos de energía y ambiente (6%), se observa que el mayor cau-
dal de investigación (aproximadamente 61%) se orienta principalmente hacia actividades que utilizan 
al litio como insumo para la producción de bienes o en algún proceso productivo. 

La investigación sobre temas relacionados directamente con la explotación del recurso —entre los 
que se incluyen, por ejemplo, la identificación, la exploración o la extracción de litio, o las dinámicas 
sociales y económicas vinculadas a este proceso— tiene un peso significativamente menor: geología 
(11%), procesos de producción (8%) y los aspectos sociales relacionados con las actividades extrac-
tivas (8%). 

Áreas temáticas de especialización de investigadores y becarios de CONICET
 

Fuente: elaboración propia con base en datos de CONICET.

La distribución geográfica de los investigadores y becarios que trabajan sobre temáticas relaciona-
das al litio muestra una fuerte concentración en los distritos de Buenos Aires (25%), Córdoba (21%) 
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (15%) (Gráfico 3). En las provincias del NOA, con abundante 
dotación de recursos de litio, solo se encuentra el 17% de los investigadores y becarios: Jujuy (8%), 
Catamarca (5%), Salta (4%). El papel destacado de Jujuy, que concentra el 47% de los recursos al inte-
rior de esta región, se explica, en gran medida, por el papel destacado que desempeña el Centro de 
Investigación y Desarrollo en Materiales Avanzados y Almacenamiento de Energía de Jujuy (CIDMEJu). 
Este centro, con 14 investigadores y becarios, concentra a las dos terceras partes de los investiga-
dores de la provincia que desarrollan su tarea sobre temas vinculados al litio (ver desarrollo en la sub-
sección sobre el CIDMEJu).
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Distribución geográfica de los lugares de trabajo de investigadores y becarios 
de CONICET que investigan sobre litio

Fuente: elaboración propia con base en datos de CONICET.

Casi las tres cuartas partes de los investigadores que trabajan sobre baterías y sus componentes 
se concentran en los principales distritos de investigación y producción industrial del país: Córdoba 
(35%), Buenos Aires (27%) y la CABA (11%). Estos dos últimos distritos dominan también los temas 
vinculados a las dinámicas económicas (72%) y sociales (55%), principalmente relacionadas con el 
aprovechamiento del litio y, en segundo lugar, con las cadenas de valor en las que participa. En con-
traste, el NOA, donde se desarrollan e impactan gran parte de estas dinámicas, tiene una participación 
marginal en el estudio de estos temas, por debajo del 20%. En cambio, sí es significativa la participa-
ción de investigadores con lugar de trabajo en Salta y Jujuy en temas focalizados sobre los procesos 
de producción de compuestos de litio, especialmente en el caso de esta última, que concentra el 31% 
de los investigadores sobre este tema. 

Por su parte, la Agencia I+D+i es la institución que financia proyectos de investigación, desarrollo e 
innovación en los que participan miembros del sistema científico tecnológico (incluyendo investigado-
res del CONICET) y el sector privado. Se han relevado tres instrumentos de financiamiento: FONTAR, 
PICT y FONARSEC. Entre 2012 y 2021, se han asignado fondos por un total de USD 5,7 millones23.

El FONTAR es el fondo que explica el mayor volumen de aportes de la Agencia I+D+i durante el período 
analizado (USD 2,4 millones). Los proyectos beneficiados se orientan a mejorar la competitividad 
de las empresas mediante proyectos de investigación, desarrollo o modernización tecnológica, o 
mediante la promoción de una cadena de valor competitiva. En el caso del litio, los proyectos se diri-
gieron, principalmente, a temas relacionados con la producción de baterías (58%), en segundo lugar, 
a la producción de materiales que utilicen litio como insumo (30%) y, finalmente, a la producción de 
compuestos de litio (12%).

Los PICT son proyectos pequeños que han recibido un aporte total de USD 2 millones en el período 
analizado. Estos se han distribuido entre 35 proyectos que, en promedio, tenían un presupuesto de 

23  El monto corresponde al presupuesto original solicitado valuado al tipo de cambio del año de referencia. Sin embargo, en la práctica, 
muchos de los proyectos recibieron un monto inferior como consecuencia de la variación en el tipo de cambio a lo largo de su ejecución.
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US$ 58.651 (que cayeron a US$ 17.700 entre 2018 y 2019 como consecuencia de la devaluación 
que tuvo lugar en este período). Los principales beneficiarios pertenecen al sistema de Ciencia y 
Tecnología (CTI). En el caso del FONARSEC, se ha identificado un único proyecto, financiado a través 
del instrumento Fondos de Innovación Tecnológica Regionales (FITR), dirigido a consorcios asociati-
vos público-privado. Se trata de un único proyecto titulado “Litio argentino: desde su génesis geoló-
gica y extracción hasta baterías de última generación dentro de una estrategia sustentable”, que se 
encuentra en la génesis de la creación del CIDMEJu.

Cantidad de proyectos y aporte promedio por proyecto según fondo de la 
Agencia I+D+i, 2012-2020 (en miles de dólares)

Fuente: elaboración propia con base en datos de Agencia I+D+i.

Al igual que en el caso del CONICET, se identifica aquí una preponderancia de los temas vinculados a las 
baterías y sus componentes (49%). Los temas de energía y medioambiente (24%), procesos de produc-
ción (13%) y materiales (13%) tienen un papel relativamente menor.

Los datos sobre el financiamiento a las actividades de promoción de la ciencia, la tecnología y la innova-
ción vinculadas al litio ponen de relieve cierto divorcio entre la realidad productiva —concentrada actual-
mente en el aprovechamiento de los salares— y la orientación de la actividad científico-tecnológica 
hacia temas vinculados a las baterías y sus componentes. Aunque el examen de este fenómeno excede 
el alcance del presente estudio, se podrían plantear distintas hipótesis para explicar la menor importan-
cia de los temas vinculados al aprovechamiento de los salares; entre ellas: el carácter inadecuado de los 
incentivos a investigadores y becarios por parte del sistema científico-tecnológico para relocalizarse en 
las áreas donde se ubica el recurso; la falta de recursos en la magnitud requerida para estudiar temas 
vinculados al aprovechamiento de los salares; la delegación de estos temas al sector privado, o, sen-
cillamente, un menor número de investigadores y becarios especializados en estas áreas que son de 
naturaleza emergente en la Argentina.

Los datos sobre el financiamiento a las actividades de 
promoción de la ciencia, la tecnología y la innovación 
vinculadas al litio ponen de relieve cierto divorcio entre la 
realidad productiva —concentrada en los salares— y la 
orientación de la actividad científico-tecnológica hacia temas 
vinculados a las baterías.
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Otro elemento que cabe destacar es que el volumen de los recursos destinados es relativamente 
pequeño y se divide entre muchos proyectos. Entre 2012 y 2021, la Agencia I+D+i ha seleccionado 48 
proyectos que tenían un presupuesto que promediaron los USD 148,5 mil. Chile ofrece una referencia 
para evaluar el volumen de recursos asignados a la investigación y desarrollo en temas de litio en la 
región sudamericana. A partir de la renegociación de los contratos que CORFO —la agencia pública 
propietaria de los recursos actualmente en explotación— hizo con las empresas mineras que operan en 
el salar de Atacama, se determinó un aporte con asignación específica para la financiación de centros 
de investigación de temáticas vinculadas al litio. Se estableció que, en el caso de la empresa Albemarle, 
su aporte iría de USD 6 a 12,4 millones anuales, mientras que en el caso de la empresa SQM , su contri-
bución aumentaría progresivamente de USD 10,7 a 18,9 millones (Poveda, 2020).

Con esos fondos, Chile financia tres proyectos. En 2019, se seleccionó un consorcio de 11 institu-
ciones que conforman la Corporación Centro Tecnológico de Economía Circular para la Macrozona 
Norte. El proyecto cuenta con un financiamiento de US$ 21,5 millones por un período de 10 años, con 
aportes provenientes del contrato con Albemarle, el Gobierno regional, el sector privado, universida-
des y centros de estudio. El segundo proyecto, seleccionado en 2020, corresponde al Centro para la 
Electromovilidad liderado por la Universidad de Chile. El Centro recibirá un financiamiento de hasta USD 
7 millones por parte de CORFO y cuenta con el apoyo de los ministerios de Energía y de Transportes 
y Telecomunicaciones. Finalmente, se encuentra en proceso de asignación el Instituto de Tecnologías 
Limpias, que recibiría un financiamiento de cerca de USD 200 millones.

El proyecto UniLiB

Uno de los proyectos liderados por el sistema científico-tecnológico nacional que aspira a contribuir a 
reducir la brecha entre la dimensión tecnológica y la productiva se denomina “Unidad de producción de 
celdas y baterías de ion litio” (UniLiB). La iniciativa aspira a desagregar el paquete tecnológico de la pro-
ducción de baterías generando capacidades locales en esta actividad.

El proyecto contempla la construcción de una planta de fabricación de celdas y baterías de ion litio. Se 
encuentra a cargo de un consorcio integrado por la UNLP, el CONICET y la empresa YPF-Tecnología 
(Y-TEC)24. Estas dos últimas instituciones contribuirán con un aporte de USD 2,5 millones cada una para la 
compra de equipamiento. El INIFTA, una unidad ejecutora de CONICET, con sede en la UNLP, será respon-
sable del soporte científico y tecnológico para las formulaciones del producto y los controles de calidad. 
El proyecto se encuentra en construcción, en la fase de instalación de la infraestructura edilicia, que es 
facilitada por la UNLP. Se espera que la planta se encuentre operativa hacia finales de 2022.

La escala de producción será pequeña, aunque mayor a la de una planta piloto: se estima que, inicial-
mente, tendrá una capacidad máxima de 15 megavatios-hora por año, lo equivale a la construcción de 
celdas para equipar aproximadamente 45 autobuses de transporte urbano. El Ministerio de Defensa será 
la principal fuente de demanda de las baterías producidas, ya que las utilizará para el abastecimiento de 
determinadas instalaciones y usos requeridos por las Fuerzas Armadas. 

Un punto a señalar es que, en su diseño inicial, el proyecto no tenía ninguna vinculación directa con la pro-
ducción local de litio y compuestos derivados. Tampoco hay una articulación que sea de dominio público 
entre esta iniciativa y la que lleva adelante la provincia de Jujuy a través de JEMSE (ver desarrollo más 
abajo, en la subsección dedicada a la empresa). Para que el litio producido en esa provincia sea adjudi-
cado al proyecto de Y-TEC sería necesaria una excepción, ya que la cuota de que dispone la empresa pro-
vincial solo está disponible para su aprovechamiento industrial en el ámbito de la provincia de Jujuy. Esta 
falta de articulación directa con la producción local en el diseño del principal proyecto de procesamiento 
local y generación de capacidades tecnológicas es revelador de las limitaciones que el marco regulatorio 

24  Y-TEC es una empresa orientada a la investigación conformada por YPF (51%) y el CONICET (49%). Integra una red de investigación 
sobre baterías ion-litio junto al FAMAF e INIFTA (López et.al, 2019).
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actual plantea para convertir la dotación de recursos de litio en una ventaja sobre la cuál apalancar un 
proceso de industrialización aguas abajo25. 

Políticas provinciales

Políticas de compre local (PCL)

El principal instrumento utilizado hasta el momento por las provincias del NOA para promover el desa-
rrollo productivo en la minería de litio ha sido la política de “compre local” (PCL). Se trata de un instru-
mento utilizado con frecuencia en las industrias extractivas, que consiste en condicionar el acceso al 
recurso natural o el mantenimiento de las concesiones al cumplimiento de estándares de contratación 
de empleo o la adquisición de bienes o servicios en el área de influencia del proyecto. Por lo tanto, las 
PCL tienen como objetivo promover la creación de eslabonamientos productivos locales, evitando 
que los proyectos mineros se transformen en enclaves (Weldegiorgis et. al, 2021). 

El Gráfico 6 describe de manera esquemática los principales bienes y servicios vinculados a la cadena 
de valor del litio, ordenados de acuerdo con la cercanía geográfica al emprendimiento y las capaci-
dades requeridas en cada caso. La complejidad de cada actividad tiende a aumentar a medida que 
el proyecto avanza en las etapas: un proveedor local puede tener las capacidades para abastecer un 
campamento de exploración de 10 a 15 personas, pero tener dificultades para hacerlo en el caso de 
un campamento en fase de operación, que emplea a 250 o 300 trabajadores. En estos casos suele 
recurrirse en la práctica a asociaciones del tipo UTE (unión temporal de empresas) o a la contrata-
ción directa de empresas de otras provincias o de localidades/departamentos por fuera de la zona de 
influencia de la explotación (típicamente las capitales provinciales). 

Principales bienes y servicios vinculados a la cadena de valor del litio

25  Al cierre de este documento fuentes periodísticas indicaron que el litio para este proyecto sería provisto por la empresa Livent. 
Fuentes de YTEC declinaron  dar precisiones, por tratarse de información que no es de carácter público. De cualquier manera, en otras 
industrias que demandan carbonato de litio en el país, como la de lubricantes o la farmacéutica, se ha presentado la singularidad de tener 
que importar el insumo. Ver por ejemplo:  “Para hacer las grasas con litio, YPF importa el litio de Chile” 
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* Las provincias de la región NOA que no cuentan con recursos de litio (Santiago del Estero y Tucumán) no son consideradas como parte de la 
“región” debido a que no integran la Mesa Regional del Litio.
Fuente: Relevamiento propio en base a entrevistas y diversas fuentes documentales. El relevamiento no tiene ánimos de exhaustividad, sino que 
busca ser ilustrativo. La ubicación corresponde a la jurisdicción de radicación independientemente del origen de los capitales de la compañía (por 
ej. un estudio jurídico/contable multinacional que provee servicios desde CABA o una filial que produce insumos químicos en el país). 

Las tres provincias del NOA con recursos de litio han adoptado distintos instrumentos de PCL (ver 
Tabla 4). Salta y Catamarca fijan requisitos de participación mínima de proveedores y mano de obra 
local que se ubican en torno al 70-80%. Jujuy, por su parte, no cuenta con normas formales, aunque 
existen mecanismos informales, como los pedidos periódicos de información y la participación de 
JEMSE en el capital accionario de los proyectos que, de acuerdo a las entrevistas, se propondrían 
metas similares26. 

Para monitorear el cumplimiento de estos requisitos, las tres provincias solicitan regularmente infor-
mación a las empresas que realizan exploración y/o explotación minera, con carácter semestral en 
Jujuy y Salta, y bimestral en Catamarca. La información solicitada se refiere, por ejemplo, a las com-
pras de bienes e insumos, a la contratación de servicios (tipo, monto y origen del proveedor), a las 
características del empleo directo e indirecto generado a través de sus contratistas y proveedores 
(origen, género, formación y calificación), a las capacitaciones realizadas o a las obras de responsabi-
lidad social empresaria. 

Complementariamente, la información exigida es incorporada con mayor nivel de detalle y desagre-
gación en los informes de impacto ambiental que cada concesionario debe presentar cada dos años 
como máximo. De acuerdo con varias de las fuentes consultadas, esta instancia de actualización del 
estado del proyecto es empleada como una suerte de instancia de control del cumplimiento de distin-
tas variables, no solo ambientales sino también socioeconómicas27. En otras palabras, la aprobación 
del EIA se utiliza como herramienta para reforzar el cumplimiento de requisitos de las PCL, al condi-
cionar su aprobación al desempeño de indicadores socioeconómicos, y como instrumento de nego-
ciación en torno a distintos aspectos de la operación que no se refieren exclusivamente a su impacto 
ambiental.28 Esta función práctica del EIA fue formalizada en la Ley de promoción minera de Salta (LP 
N°8.164), que establece: “Para la aprobación de un EIA se requerirá un sistema progresivo de contra-
tación de empleo, obras, bienes, insumos y/o servicios que ascenderá desde 40% a 70% de acuerdo 
a la etapa y magnitud del proyecto” (Tabla 4)29. 

La aprobación de los Estudios de Impactos Ambiental (EIA) 
se utiliza como herramienta para reforzar el cumplimiento de 
requisitos de las Políticas de compre local y como instrumento 
de negociación en torno a distintos aspectos de la operación 
que no se refieren exclusivamente a su impacto ambiental.

26  Es pertinente señalar que las provincias de mayor desarrollo de la minería metalífera, San Juan y Santa Cruz, han establecido requi-
sitos similares de contratación de obras, bienes y servicios y de empleo local. La primera, a través de la Ley Provincial N° 8.421/2013 y 
la segunda a través de la Ley Provincial N° 3.616/2018. De acuerdo a diversas declaraciones de las cámaras que nuclean a los provee-
dores de ambas provincias (CASEMI y CAPROMISA), esos requisitos habitualmente no llegan a cumplirse, en gran medida por la falta de 
capacidades productivas instaladas en el ámbito provincial. 
27  Esto fue ratificado en declaraciones del exsecretario de Minería nacional Alberto Hensel (diciembre de 2019 a diciembre de 2021), 
quien en su última entrevista pública en funciones manifestó: “Los informes de impacto ambiental son la herramienta con la que 
cuentan los gobiernos para que las empresas cumplan los acuerdos de contratar personas locales y abastecerse con proveedores 
nacionales. Si una empresa incumple, ningún funcionario va a querer firmar la declaración ambiental”. 
28  Este monitoreo va más allá del seguimiento contemplado en los Planes de Gestión Ambiental (PGA). Si bien el entorno socioeco-
nómico del proyecto es una instancia de la evaluación junto al ambiente en los PGA, el ámbito de aplicación de las PCL (la jurisdicción 
provincial) excede al del proyecto (típicamente la cuenca hídrica o localidades de incidencia directa o indirecta).
29  Esta práctica comporta potencialmente consecuencias sub-óptimas desde el punto de vista de la política pública, ya que la utiliza-
ción de un instrumento que no fue diseñado con ese fin para promover metas de política productiva puede debilitar su objetivo original, 
esto es, la protección y preservación del ambiente. Por otro lado, si las metas productivas fijadas son poco realistas, la evaluación de su 
cumplimiento depende de una negociación particular que puede quedar supeditada a la discrecionalidad del regulador. 
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El objetivo de fijar porcentajes elevados de la contratación de bienes y servicios vinculados a la minería 
a través de PCL tiene ciertos efectos que, desde la perspectiva agregada de la economía nacional, no 
contribuyen al desarrollo de capacidades que promuevan crecimientos de productividad. En este sen-
tido, constituyen un ejemplo claro de cómo los problemas de coordinación en el marco de un esquema 
de gobernanza multinivel llevan a resultados agregados subóptimos. En efecto, las empresas locales 
ven limitada la escala de su operación, ya que ven restringida su capacidad para operar en una provincia 
vecina. En actividades con altos costos fijos, esto representa una restricción a la posibilidad de benefi-
ciarse de economías de escala. De acuerdo a los actores entrevistados, para actividades más complejas 
los proveedores nacionales (o las empresas en condiciones de insertarse como tales en la cadena de 
valor minera) son oriundos de provincias con un mayor entramado industrial como Córdoba, Santa Fe, 
Buenos Aires, Mendoza o Tucumán. Para estas empresas ubicadas en otras jurisdicciones, las PCL incre-
mentan los costos administrativos y pueden implicar una barrera adicional de ingreso. Adicionalmente, el 
esquema de PCL conlleva riesgos de dependencia de un solo cliente, contratos de corta duración, falta 
de incentivos a la innovación, reducida competencia o dificultades para acceder a financiamiento por los 
motivos antes enumerados (Morris et.al, 2012; Hansen, 2020; Weldegiorgis et.al., 2021).  

Políticas de “compre provincial”: contratación de mano de obra, bienes y servicios

  Jujuy Salta Catamarca
Resoluciones 
para solicitud de 
información a 
empresas mineras

Resolución SMeH N° 
21/2017.

Periodicidad semestral.

Resolución SM N° 87/2018.

Periodicidad semestral.

Resolución S.E.M. N° 278/2013 complementada 
por Resolución S.E.M. N° 520/2014.

Periodicidad bimestral.

Mano de obra 
local

No existe un requisito 
normado. 

Las empresas mineras y sus subcontra-
tistas, que operen en la Provincia, deberán 
contratar preferentemente trabajadores 
con domicilio real en los departamentos 
de actividad minera, y luego a los del resto 
de la provincia de Salta, en una cantidad no 
inferior al sesenta por ciento (60%) de toda 
su nómina. (Art. 18 LP N° 8.164)

El setenta por ciento (70%) de los empleados 
profesionales, técnicos y/o administrativos deben 
ser originarios o residentes de la provincia de 
Catamarca con una antigüedad no menor a DOS 
(años).

Resolución S E. M. N° 498/14

Compras a 
proveedores

No existe un requisito 
normado. 

Las empresas mineras que operen en 
la provincia preferentemente deberán 
contratar obras, bienes, insumos y/o ser-
vicios prestados por proveedores locales 
inscriptos en el registro provincial (Art. 15 LP 
N° 8.164) correspondiente, en un porcentaje 
no inferior al setenta por ciento (70%) del 
monto total anual contratado con todos sus 
proveedores, y conforme a la metodología y 
requisitos que establezca la reglamentación 
(Art. 17 LP N° 8.164).

Para la aprobación de un EIA se requerirá 
un sistema progresivo de contratación de 
empleo, obras bienes, insumos y/o servicios 
en la provincia que ascenderá desde 40% a 
70% de acuerdo con la etapa y magnitud del 
proyecto. (Art. 20 LP N° 8.164)

La cantidad total de contrataciones anuales de 
obras, servicios, compra de bienes y/o insumos 
a proveedores inscriptos en el registro provincial 
(Res. S.E.M.N° 498/14) no debe ser inferior al 
setenta por ciento (70%) del total de contratacio-
nes con proveedores.

Resolución S.E.M. N° 498/14.

Composición 
societaria y UTEs

No existe un requisito 
normado.

Los proveedores con personería jurídica 
deberán estar inscriptos en la provincia de 
Salta. El 51% o más de su composición 
societaria debe estar en poder de uno o 
más socios o accionistas con domicilio real 
o social en la provincia.

Para el caso de Unión Transitoria de 
Empresas, deberán contar con al menos 
un socio de la provincia de Salta, con una 
participación mínima del treinta por ciento 
(30%).

(Art. 16 LP N° 8.164)

Las personas físicas y jurídicas deben constituir 
su domicilio real y legal dentro del territorio de la 
provincia con una antigüedad no menor a dos años 
desde el último cambio de domicilio. En caso de 
conformarse una sociedad, el 50% de las personas 
jurídicas, socios o accionistas que la integren, 
deberán constituir domicilio real o social en la 
provincia.

En caso de conformarse una Unión Transitoria 
de Empresas, la misma deberá estar compuesta 
mínimamente en un cincuenta por ciento (50%) por 
proveedores locales.

Resolución S.E.M.N° 498/14.

 Fuente: elaboración propia.
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Empresas públicas provinciales

La participación de las provincias en la actividad minera se ha canalizado también a través de las 
empresas públicas. Se trata de organizaciones que poseen algún tipo de control mayoritario por parte 
del Estado, con una estructura jurídica que puede variar entre empresas del Estado o sociedades 
anónimas con participación mixta o 100% estatal. Es esta configuración jurídica la que permite, de 
acuerdo al Código, que el Estado participe en la actividad minera en cualquiera de sus formas.

En el desarrollo de las empresas públicas provinciales han tenido un rol importante las previsiones 
del artículo 346 del Código de Minería, que establecen la libre investigación geológica-minera para el 
Estado Nacional y los Estados provinciales, sin necesidad de contar con un permiso de la autoridad 
minera30. El mismo artículo, en su párrafo 2, dispone que la autoridad provincial o empresa/entidad pro-
vincial, de forma excluyente, podrá realizar investigación en zonas de interés especial (de una extensión 
de hasta 100.000 hectáreas y por un período no prorrogable de dos años) para realizar prospección 
minera de forma directa o con participación de terceros, cursando aviso a la autoridad competente. 
La ventaja de las zonas de interés especial es que permiten definir blancos de exploración previo a 
obtener una concesión y pagar el canon correspondiente. Las empresas provinciales tienen también 
la opción de obtener permisos de exploración, de acuerdo con las previsiones generales del artículo 
29, de hasta 200.000 hectáreas. 

De lo anterior se desprenden al menos cinco mecanismos que permiten la intervención por parte de 
las empresas provinciales en la actividad minera de sus jurisdicciones:

• La libre investigación geológica-minera.

• La prospección en áreas de interés exclusivo, por sí mismas.

• La prospección en áreas de interés exclusivo, en asociación con terceros.

• La solicitud de áreas para exploración.

• La solicitud de áreas para explotación.

Los primeros tres mecanismos tienen el potencial de generar un volumen de información que permite 
apalancar el crecimiento de la empresa. Es decir, los hallazgos pueden ser capitalizados mediante la 
asociación con otras empresas, la licitación posterior de áreas o la participación en la renta futura de 
los emprendimientos. La cuarta y quinta opción se ubican en la etapa de riesgo del negocio minero, y 
requieren capacidades operativas y financieras mayores que, en el caso argentino, suelen delegarse en 
actores privados.

En la Argentina, las experiencias de empresas públicas mineras provinciales se remontan a fines de 
los 80. En Santa Cruz, por ejemplo, se creó en 1988 la empresa provincial Fomento Minero de Santa 
Cruz Sociedad del Estado (FOMICRUZ). La empresa heredó derechos mineros y trabajos exploratorios 
del Plan Minero Geológico Patagonia Comahue, que posteriormente le permitieron impulsar proyectos 
en los que tiene parte del paquete accionario o el derecho a percibir un porcentaje de las ventas31. En 
San Juan, se creó en 1989 el Instituto Provincial de Exploraciones y Explotaciones Mineras (IPEEM), 
que posee un derecho del 0,75% de la producción de la mina Veladero (calculadas como las regalías 

30  En el caso que se realice por parte del Estado Nacional, será en acuerdo y consentimiento previo de las provincias donde se desa-
rrolle la actividad. 
31  FOMICRUZ posee el 7,5% de la participación accionaria de Cerro Vanguardia S.A., operadora de la mina de oro-plata homónima, 
primera operación metalífera en la provincia. Posee además el 5% de las utilidades de la sociedad Estelar Resources que opera Cerro 
Moro y el 10% del capital accionario y 8%  de usufructo mineral de las propiedades que posee PATAGONIA GOLD en etapas de explo-
ración, entre otras.
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boca de mina). El IPEEM mantiene una serie de áreas en la provincia por las que periódicamente realiza 
licitaciones32. 

En las tres provincias del NOA con recursos de litio existen empresas provinciales que fueron creadas 
entre 2008 y 2012: JEMSE (Jujuy), REMSa (Salta) y CAMYEN (Catamarca). En la Tabla 5 se presentan 
las principales características de estas empresas, las cuales fueron relevadas a través de entrevistas 
e información pública disponible.

Empresas públicas provinciales con actividad en la minería de litio

JUJUY SALTA CATAMARCA

  JEMSE REMSA CAMYEN

Ley de creación Decreto 7.626-P-2011.

Aprobado por Ley 5.675.

Ex33 La Casualidad S.A. (Decreto 
N°732/86).

Acta Asamblea N°31.

Ley Provincial N° 5.354.

Fecha de sanción de 
la ley

15 de marzo de 2011 
(Decreto-Acuerdo)

14 de abril de 2011 (Ley).

Creada en marzo de 1986, fue modifi-
cada la razón social a REMSa en marzo 
de 2008, mediante Asamblea.

12 de enero de 2012.

Objeto La investigación, prospección y 
explotación minera de los minerales 
cuyos yacimientos descubriese, de 
aquellos cuyos yacimientos adquiriese 
o aquellos cuya explotación contratara 
con terceros conforme a derecho; la 
instalación y explotación de plantas de 
beneficio e industrialización de sustan-
cias minerales de cualquier naturaleza; 
la comercialización de sustancias 
minerales, sean en estado natural, 
luego de su beneficio o industrializadas.

Tiene por objeto dedicarse por cuenta 
propia y de terceros o asociada a terce-
ros, de toda actividad minera, industrial, 
comercial de servicios y de transporte, 
relativa a la exploración, explotación y 
beneficios de minerales en general y 
de los de azufre en particular. A tal fin la 
sociedad tiene plena capacidad jurídica 
para adquirir derechos, contraer obliga-
ciones y ejercer los actos que directa 
o indirectamente se relacionen con su 
objeto y que no sean prohibidos por las 
leyes o por el estatuto.

Promover el desarrollo de la 
minería catamarqueña a través 
del aprovechamiento sostenible 
de los recursos naturales, de la 
conservación del ambiente en 
función del desarrollo social; 
debiéndose privilegiar el mismo 
en las comunidades del interior 
provincial en donde se lleven a 
cabo las actividades mineras de 
la empresa.

Propiedades 
(consultado al 30 de 
junio de 2022)

19 zonas exclusivas de interés especial:

42.809 hectáreas en total.

9 cateos.

17.041 hectáreas en total.

4 minas vacantes adquiridas.

12.000 hectáreas en total.

6 propiedades

43 propiedades concedidas por 
vacancia o caducidad (el art.°29 del 
Código de Procedimiento Minero de 
la Provincia otorga 120 días hábiles a 
REMSa S.A. para determinar como zona 
de investigación el área).

10 zonas de interés especial.

Información no disponible

Actividad principal 
en torno al litio

Integra el 8,5% del capital accionario 
de Sales de Jujuy S.A. (SDJ) y Minera 
Exar S.A., lo que le otorga el derecho a 
percibir dividendos cuando comiencen a 
distribuirse.

JEMSE dispone a su vez de una cuota 
del 5% de la producción para indus-
trialización local en la provincia de las 
empresas en operación (Sales de Jujuy y 
Exar que proyecta el inicio de operación 
comercial en el segundo semestre 2022).

Es propietaria del 5% de las futuras 
ventas de Eramine S.A. en el proyecto 
Centenario-Ratones. En 2014 se 
celebró un acuerdo por el cual REMSa 
le concedió áreas en el salar para 
la exploración. En 2019 comenzó la 
construcción del proyecto, la cual fue 
paralizada en febrero de 2020 con un 
30% de avance de obra. En noviembre 
de 2021 se anunció la reanudación de 
tareas, por lo que se prevé la explota-
ción comercial para 2023.

Carta de intención en 2017 
para cooperar con la firma Lake 
Resources en el desarrollo del 
proyecto Kachi, actualmente en 
etapa de prefactibilidad.

Fuente: elaboración propia.

32  Licitación de nueve áreas realizada entre octubre 2021 y marzo 2022 (IPEEM) 
33  Se modificó la razón social tomando la existente La Casualidad S.A. creada en 1986 para administrar la Mina La Casualidad, hoy inactiva.
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Las tres empresas comparten algunas funciones y objetivos, entre los que se encuentran: la adquisi-
ción de minas vacantes; la promoción de la exploración; la implementación de acciones de promoción 
de la inversión en la minería provincial; la licitación de pertenencias, y el desarrollo de obras energéti-
cas o logísticas34. De las entrevistas realizadas se desprende que las empresas provinciales han prio-
rizado la adquisición de concesiones caducas o áreas vacantes. Esta estrategia se enmarca dentro 
de las previsiones del Código de Minería mencionadas y es un modo de introducir características de 
un sistema licitatorio al de concesiones35. De esta manera, las empresas cuentan con un activo para 
promocionar asociaciones con actores privados que inviertan capital en la exploración de las áreas, su 
consecuente puesta en valor y su eventual participación en la operación. 

Esta estrategia enfrenta varios obstáculos. Por un lado, la administración de las áreas adquiridas 
requiere de capacidades financieras y operativas que exceden las actuales. Por otro lado, es necesa-
ria una actitud proactiva de la autoridad provincial y recursos (humanos y financieros) para depurar el 
catastro minero e identificar concesionarios pasivos que no cumplen con el plan de inversiones pre-
visto. Dos factores atentan contra este objetivo: la dilación de avanzar en la digitalización del catastro 
y la falta de actualización del canon minero, que es la unidad de medida a la que deben ajustarse los 
planes de inversión36.

En este marco, las empresas provinciales de Salta y Jujuy han obtenido participación en los proyec-
tos que se desarrollan en la provincia. REMSa es propietaria del 5% de las futuras ventas de Eramine 
S.A. en el proyecto Centenario-Ratones. JEMSE tiene una participación accionaria de capital social 
del 8,5% en Minera Exar y Sales de Jujuy. En el caso de la empresa catamarqueña (CAMYEN), hasta el 
momento no se ha registrado ningún acuerdo con empresas privadas para comprometer una partici-
pación en los proyectos. 

La asociación con empresas privadas en el desarrollo de proyectos podría fortalecer a las empresas 
provinciales para traccionar el desarrollo de proveedores locales, como ha sido la experiencia en otros 
países y, en la Argentina, para el caso del sector hidrocarburos (por ejemplo, el rol de YPF en Vaca 
Muerta). En efecto, como señala la literatura comparada, las empresas públicas vinculadas a la explo-
tación de recursos naturales tienden a asumir un rol más activo en la creación de eslabonamientos 
domésticos. La capacidad de los Estados para la aplicación de las PCL y el éxito en su instrumenta-
ción está muchas veces condicionado por la presencia de agencias estatales o empresas públicas 
con capacidad de coordinar a los actores de la cadena de valor de la actividad (Hilson-Ovadia; 2020)37. 
Sin embargo, la falta de capitalización y capacidad operativa de estas empresas ha implicado que 
hasta el momento tengan un rol limitado en este sentido.  

34  Las empresas han tenido un rol activo en la instalación de parques fotovoltaicos para la producción de energía eléctrica y Remsa 
promueve un proyecto de nodo logístico multimodal.
35  Esta práctica es aplicable a los hidrocarburos, donde las áreas de exploración son licitadas mediante concurso público y las empre-
sas son adjudicatarias de acuerdo a las ofertas presentadas. Las licitaciones son llevadas a cabo por Gobiernos provinciales o, en el 
caso de la exploración en la plataforma marina, por ejemplo, por el Gobierno nacional.
36  La última actualización del importe del canon fue realizada en diciembre 2014 mediante Ley 27.111 (promulgada en enero 2015). Allí 
se fijó el importe en $1.600 pesos argentinos, equivalente a 187 U$S al tipo de cambio oficial en ese entonces. Al cierre de este informe, 
el valor real del canon, medido en dólares en el contado con liquidación, ha perdido más del 95% de su nominalidad.
37  Entre algunos ejemplos que han sido analizados por la literatura en relación al desarrollo de proveedores se encuentran: Petronas 
(Malasia), CODELCO (Chile) o Aramco (Arabia Saudita). En general, esta literatura encuentra que los resultados en términos de desarrollo 
de capacidades ha sido dispar, dependiendo, entre otros factores, de la estructura de gobernanza interna de la compañía, el tamaño del 
sector y la participación de la empresa pública dentro de él, la factibilidad de las metas de las PCL, el horizonte temporal de las mismas 
y los requisitos de transferencia tecnológica que establece el marco regulatorio de la actividad para las empresas operadoras (Hilson-
Ovadia, 2020; Lebdioui, 2020).
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Box 3. El rol de las empresas públicas. ¿Una YPF del Litio?

Las empresas provinciales han limitado su actividad a la adquisición prioritaria de áreas 
(para su posterior licitación) o a la participación accionaria en las operaciones activas. Hasta 
hoy no se evidencia notoriamente la creación de capacidades tecnológicas, operativas u 
organizacionales en el segmento de exploración/explotación de litio. Las participaciones 
accionarias se limitan a funciones administrativas y a la toma de decisiones en asambleas 
de directorio. JEMSE, la empresa provincial de Jujuy que ha manifestado más claramente 
su objetivo de involucrarse en actividades productivas, ha direccionado la mayoría de los 
esfuerzos hacia el segmento aguas abajo.

En este marco, se ha manifestado públicamente la intención de que YPF forme parte de 
una estrategia nacional del sector litífero argentino. La compañía ha incursionado en años 
recientes en diversas unidades del negocio energético distintas a la exploración y explota-
ción de hidrocarburos: YPF Luz (generación de energía térmica y renovables), YTEC en el 
Consorcio H2ar (Hidrógeno) y diversos proyectos en torno a las baterías de ion-litio.

No obstante la relevancia de las iniciativas aguas abajo (baterías) en relación al dominio de 
una tecnología que será clave en el marco de la transición hacia la electromovilidad, existe 
un potencial considerable para que YPF pueda insertarse virtuosamente en el segmento 
aguas arriba (exploración y extracción). 

Esta potencial inserción de la empresa mixta con participación mayoritaria del Estado nacio-
nal no implica necesariamente la operación inmediata de una mina, sino que puede esca-
larse desde las actividades de exploración (en asociación con las empresas provinciales en 
sus áreas disponibles) y en la provisión de servicios o insumos que requiere la operación de 
litio en salmueras. En cuanto a las capacidades requeridas para llevar a cabo actividades 
aguas arriba, pueden identificarse en YPF:

• Capacidades organizacionales: una estructura corporativa sobre la cual montar una estra-
tegia litífera como se ha desarrollado en otras ramas (YPF Luz, YPF Química o YPF Agro, 
por ejemplo).

• Capacidades tecnológicas: YPF y su división Y-TEC cuentan con altas capacidades en las 
áreas de ingeniería y química. Ello le ofrece ventajas competitivas respecto a otros jugado-
res del sector para desarrollar innovaciones de proceso y producto.

• Capacidades operativas: YPF es una empresa de alcance nacional y cuenta con una red de 
proveedores que, en gran medida, se desempeñan en actividades vinculadas con la indus-
tria litífera: ingeniería de detalle, laboratorios químicos, desarrollo de modelos geológicos, 
perforaciones, construcción de ductos, obras civiles, bombas, estudios ambientales. 

Estrategias de Jujuy Energía y Minería Sociedad y Estado (JEMSE) para la industrialización 
del litio

La empresa provincial de Jujuy, JEMSE, ha ido más allá de la participación accionaria, ya que cuenta 
con la preferencia de venta del 5% de la producción anual de litio para su industrialización local. Con 
una capacidad instalada de 17.500 t LCE en Sales de Jujuy (a la que se sumaría una expansión en 
marcha de 25.000 t LCE) y 40.000 t LCE en Exar (con el inicio de operación hacia fines de 2022), esta 
cuota del 5% podría alcanzar una base anual de 4.125 t LCE en términos de capacidad instalada38. 

38  En términos comparativos, toda la producción doméstica de los Estados Unidos en 2020, en la operación de Silver Peak, en Nevada, 
fue de 2.200 t LCE.
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JEMSE ha aspirado desde sus inicios a establecer algún tipo de eslabonamiento productivo aguas 
abajo vinculado a la minería de litio. En una primera instancia, desarrolló una asociación con el grupo 
italiano SERI, que tenía como objetivo instalar una planta de ensamblado de celdas de baterías en 
Jujuy. El proyecto contemplaba una expansión de las funciones de la planta que comprendía la pro-
ducción de celdas y material catódico. Por distintas razones, este proyecto no se concretó (para más 
detalles, ver Obaya et al., 2021). 

Más recientemente, JEMSE puso en marcha el Programa de Movilidad Eléctrica del Transporte Público 
Automotor de Pasajeros (PROMEL). Se trata de un proyecto que tiene como objetivo promover la 
reconversión de la flota de autobuses diésel en autobuses eléctricos. El proyecto pretende fomentar 
la implantación de un ecosistema de empresas en la cadena de valor del litio en la provincia de Jujuy, 
que contempla el ensamble de baterías de litio con la integración progresiva de insumos, tecnología 
y empleo local. Para impulsar este proceso, PROMEL se propone contribuir en la detección y puesta 
en valor de las capacidades locales y en la evaluación de la factibilidad técnica, económica, financiera 
y ambiental para la reconversión progresiva y global de los autobuses del sistema de transporte auto-
motor de pasajeros a nivel nacional. 

En el corto plazo, la meta del PROMEL es contar con un prototipo de autobús eficiente. El proyecto se 
realiza de forma articulada con la UNLP: JEMSE firmó un convenio con el Centro Aeroespacial de la 
Universidad de la Plata con el objetivo de desarrollar el prototipo de colectivo eléctrico. Se prevé que, 
con el impulso de PROMEL, la empresa estará en condiciones de transformar, en una primera etapa, 
entre 40 y 50 autobuses al año en la planta del Parque Industrial de Perico, proveer las baterías y el 
conocimiento técnico para la motorización de las unidades e incorporar proveedores asociados al 
programa para la modernización del carrozado.

A más largo plazo, el programa aspira a impulsar el desarrollo de una capacidad productiva escalable a 
nivel industrial. Se busca promover la acumulación de experiencia en la cadena de valor y el desarrollo 
de proveedores nacionales a fin de impulsar la entrada en el incipiente rubro.

Es importante destacar que el PROMEL supone un cambio de eje respecto al proyecto con el grupo 
SERI. Aquella iniciativa contemplaba una creciente integración local en la fabricación de celdas de 
baterías, que incluía la producción de material activo, utilizando como insumo el carbonato de litio 
producido en la provincia de Jujuy. En el caso del PROMEL, el acento está puesto en la promoción 
de otras actividades, vinculadas al retrofit39 de vehículos. Las celdas serían importadas y, por lo tanto, 
no se trataría de un eslabonamiento directo con las actividades de aprovechamiento de litio que se 
desarrollan en la provincia.

Instrumentos interinstitucionales

Centro de Investigación y Desarrollo en Materiales Avanzados y Almacenamiento de Energía 
de Jujuy (CIDMEJu)

El CIDMEJu es una institución interinstitucional de naturaleza tripartita, integrada por el CONICET, 
la Universidad Nacional de Jujuy y la provincia de Jujuy —representada a través de la Secretaría de 
Ciencia y Tecnología del Ministerio de Educación—. Fue creada en 2017 y tiene sede en la ciudad de 
Palpalá. Actualmente, el CIDMEJu tiene 18 miembros, entre investigadores, becarios y personal CPA. 
Como se ha señalado, en su génesis se encuentra el financiamiento otorgado por la Agencia I+D+i a 
través del fondo FONARSEC.

39  El retrofit es la conversión de vehículos con motores a combustión (nafta o gasoil) en un vehículo eléctrico. El proceso implica cam-
biar el motor original y otros componentes relacionados manteniendo el resto de la carrocería y estructura del vehículo.
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Los trabajos del CIDMEJu se organizan en torno a dos grandes ejes temáticos: la búsqueda de nue-
vas tecnologías eficientes y sustentables para la extracción y el procesamiento del recurso litio; y el 
desarrollo de aplicaciones que den lugar al agregado de valor del recurso minero primario. También se 
trabaja en temas específicos, como la búsqueda de tecnologías para recuperar litio y otros metales a 
partir del reciclado de baterías agotadas y paneles fotovoltáicos. 

INTI Regional Noroeste Argentino

El Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI) es un ente autárquico que funciona bajo la órbita 
del Ministerio de Desarrollo Productivo. Tiene como misión promover el desarrollo industrial federal 
mediante la innovación y la transferencia de tecnología y fortalecer las capacidades metrológicas para 
mejorar la calidad de la industria en todo el país. 

El INTI cuenta con una Gerencia Operativa de Asistencia Regional, dividida en 6 subgerencias regionales: 
Centro, NOA, NEA, Cuyo, Patagonia y Pampeana. En la actualidad la subgerencia NOA cubre las provin-
cias de Jujuy, Salta, Catamarca, Tucumán y Santiago del Estero. La subgerencia participa en el Consejo 
Federal de Producción, integrado por los Ministerios de Producción de cada provincia y por las princi-
pales Cámaras industriales y mineras. Su tarea principal en torno a la minería ha estado centrada en los 
últimos años en las tecnologías de gestión para los proveedores, especialmente en la industria del litio.

Una de las primeras intervenciones de la subgerencia del NOA en este terreno fue con la empresa 
Sales de Jujuy. En 2017, fueron asistidas 16 Pymes con 450 horas de asistencia técnica y 150 horas 
de capacitación profesional. De acuerdo a las entrevistas realizadas, durante 2019 comenzaron a tra-
bajar con Exar en el proyecto Cauchari-Olaroz. En septiembre de 2021, la empresa Galaxy, que avanza 
en su proyecto Sal de Vida en el salar del Hombre Muerto (Catamarca), presentó un plan de proveedo-
res que tiene al INTI como articulador principal.

Una de las fortalezas del INTI radica en su capacidad de viabilizar la prestación de servicios a empre-
sas mineras, favoreciendo el proceso de adecuación de empresas pequeñas y sin trayectoria a los 
estándares de seguridad y calidad que requiere la actividad. Esta tarea se realiza mediante el forta-
lecimiento de las capacidades de gestión en los programas que el organismo mantiene con cada 
empresa, y en articulación con distintas Cámaras empresarias, como la Cámara de Proveedores de 
Servicios Mineros y Turísticos de la Puna (CAPROSEMITP) o la Cámara de Proveedores de Empresas 
Mineras de Salta (CAPEMISA), entre otras.

Debe señalarse que las PCL (ver subsección sobre Políticas de compre local) representan un obstá-
culo para ciertas iniciativas de desarrollo de proveedores del INTI. Como se ha señalado, la fragmen-
tación de mercados que impone dicha política impide aprovechar las economías de escala, por lo que 
dificulta el desarrollo de capacidades y la consolidación de proveedores especializados. Es decir, se 
tienden a replicar procesos de fortalecimiento en paralelo y se presentan dificultades para capitalizar 
los procesos de construcción de capacidades locales en otras jurisdicciones. 

Federalismo y políticas de desarrollo productivo 
y tecnológico: principales desafíos
Hasta aquí se han descrito los principales instrumentos e iniciativas para promover la creación y difu-
sión de capacidades en la industria del litio y otras actividades que utilizan este recurso como insumo. 
Como se señaló en la segunda sección, estas iniciativas se producen en el marco de un sistema de 
gobernanza multinivel, en el que, aun cuando las provincias tienen el dominio originario de sus recur-
sos, prevalecen competencias concurrentes entre los distintos niveles de Gobierno.
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Esta sección se focaliza en dos desafíos que el régimen federal plantea para la gobernanza de las polí-
ticas analizadas. El primero se origina en la tensión que genera el hecho de que el dominio de las reser-
vas de litio se encuentre en manos de las provincias, mientras que los instrumentos de política y los 
recursos presupuestarios se concentren en manos del Gobierno federal. El segundo se vincula con las 
dificultades que tiene este sistema para generar un enfoque de intervención de naturaleza sistémica, 
que logre dar coherencia y potenciar el impacto de los distintos instrumentos de política vigentes.

Dominio de los recursos de litio y capacidad económica

En el esquema federal vigente en la Argentina, las provincias cuentan con un activo importante, que 
consiste en el dominio de los recursos naturales. Sin embargo, no controlan instrumentos de políticas 
que podrían ser clave para este fin, como la política de ciencia y tecnología, en manos del Gobierno 
federal. Asimismo, las provincias tampoco poseen recursos presupuestarios para implementar políti-
cas de desarrollo productivo y tecnológico orientadas a promover un proceso de cambio estructural 
en base a su explotación. 

Argentina no tiene la capacidad de recaudación de otros 
países de la región ya que carece de instrumentos progresivos 
para gravar la renta o precios extraordinarios para la minería. 
Esto explica en parte por qué la estructura impositiva no es 
una fuente de financiamiento para políticas de desarrollo 
productivo y tecnológico transformadoras.

Cuando se analiza la estructura impositiva de la minería de litio, que podría ser una fuente de financia-
miento para estos fines, se observa, en primer lugar, que tiene menos capacidad de recaudación que 
otros países de la región ya que carece de instrumentos progresivos para gravar la renta o precios 
extraordinarios40. En este punto el contraste es notorio con lo que ocurre, por ejemplo, en Chile, donde 
la estructura de regalías grava marginal y escalonadamente los aumentos de precios de los compues-
tos de litio, partiendo de una alícuota del 6,8% que llega al 40% (Jorratt, 2022).

En segundo lugar, como se observa en el Gráfico 7, en nuestro país, más de las tres cuartas partes de 
la recaudación asociada a proyectos de litio se explica por gravámenes nacionales. Algunos, como por 
ejemplo el impuesto a las ganancias, son coparticipables con las provincias, pero este no es el caso 
de los derechos de exportación. Como consecuencia de esta estructura impositiva, el monto recau-
dado por las provincias se ubica en torno al 15% de la recaudación total.

40  En efecto, tal como se describió en la subsección sobre el Marco normativo provincial y en el Box 2, las regalías cobradas por las 
provincias se ubican en torno al 3% valor boca de mina. En tanto que los derechos de exportación se calculan como un porcentaje fijo 
del valor total de las ventas externas.
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Distribución de los impuestos a la actividad minera entre Nación y provincias 

Fuente: elaboración propia. Se trata de un modelo esquemático para simplificar la presentación41. La introducción de mayor desagregación 
al modelo no altera significativamente la distribución 

Los impuestos recaudados por la Nación sobre la actividad minera no son de asignación específica, 
lo que limita su vinculación con políticas de desarrollo productivo. En este punto, nuevamente, existe 
un contraste importante con el caso de Chile, donde, siguiendo las recomendaciones de la literatura 
especializada de utilizar la renta de los recursos naturales para la construcción de capacidades pro-
ductivas y tecnológicas, parte de lo recaudado en la minería del litio se destina a financiar actividades 
de I+D para el procesamiento y transformación del recurso (Obaya, 2021). 

Los impuestos recaudados por la Nación sobre la actividad 
minera no son de asignación específica, lo que limita su 
vinculación con políticas de desarrollo productivo.

En lo que respecta a la recaudación por regalías provinciales, se observa que su aplicación específica 
a la creación de capacidades productivas y tecnológicas es, de acuerdo con la normativa vigente, 
limitada (Gráfico 8). Solo la provincia de Salta contempla un fondo de promoción minera, e incluso en 
ese caso solo la mitad del mismo se destina específicamente a tareas de capacitación y formación. 
En general, los fondos de aplicación específica se destinan mayormente a obras de infraestructura 
general y al desarrollo de servicios básicos.  

41  No se incluyen aquí tasas municipales u otros aportes provinciales como canon de agua, sellos, automotores así como otras varia-
ciones nacionales en el impuesto a las ganancias (pagos a cuenta, distribución de dividendos) o reintegros a las exportaciones. Se 
asume que la inversión inicial ya se encuentra amortizada y que la operación ha comenzado a generar utilidades (mientras esto no 
ocurra, tanto los aportes a la empresa provincial como el impuesto a las ganancias no se computarían). Se ha tomado como referencia 
un precio del carbonato de litio de USD 12.000 por tonelada, que corresponde a un escenario optimista en el largo plazo, aunque bien 
por debajo de los precios actuales.
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Variables Productivas

Producción 20.000 t LCE
Costo total* 5.500  U$S / t LCE
Costo Laboral 1.000 U$S / t LCE
Precio equilibrio largo plazo 12.000  U$S / t LCE

Impuesto a las Ganancias 35%
Derechos de exportación 4,5% FOB: tasa efectiva 4,3% 
Fideicomiso + Presupuesto RSE (Catamarca) 1,5% Valor Bruto (1,2%+0,3%)
Participación Empresa Provincial (Jujuy) 8,5% s/utilidades 
Regalías (Catamarca) 2% Valor Bruto 
Regalías (Jujuy) 3% boca de mina -1% =  1,6% efect.Valor Bruto
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Asignación de las regalías mineras en las provincias litíferas

Fuente: elaboración propia con base en la normativa vigente.

El hecho de que los ingresos fiscales que reciben por la actividad minera sean módicos explica en gran 
medida que las intervenciones provinciales se focalicen sobre todo en instrumentos de carácter nor-
mativo, como las PCL, o en mecanismos informales, como los condicionamientos impuestos a partir 
de los EIA, para promover la localización de actividades económicas vinculadas a la minería dentro del 
territorio de la provincia. La eficacia de estos instrumentos para crear y difundir nuevas capacidades 
en torno a la minería del litio es limitada. La industria tiene dificultades para alcanzar los umbrales míni-
mos de integración establecidos por la normativa de PCL debido a la falta de capacidades locales. La 
creación de dichas capacidades requiere de instrumentos que apoyen los procesos de construcción 
de este tipo, como podrían ser el PRODEPRO o las iniciativas de desarrollo de proveedores como las 
del INTI-NOA. Sin embargo, la implementación de iniciativas de este tipo se encuentra, en gran medida, 
delegada en las empresas. Según las entrevistas realizadas, estas iniciativas privadas no son homogé-
neas entre proyectos, sufren discontinuidades en el tiempo y, dados los incentivos de las empresas, 
tienden a focalizarse en actividades de baja complejidad del primer anillo de proveedores. 

En este marco, los instrumentos de desarrollo productivo y tecnológico dependen, como hemos visto, 
del Gobierno nacional donde, de acuerdo con el modelo de federalismo argentino, se concentran los 
recursos públicos. La eficacia de estos instrumentos requiere, sin embargo, de una mayor coordina-
ción entre niveles de Gobierno. El PRODEPRO, por ejemplo, a pesar de ser una herramienta con el 
potencial para aumentar la productividad de las empresas proveedoras de la industria del litio ha sido 
escasamente utilizado en este sector. Según la información recabada en las entrevistas, los Gobiernos 
provinciales no han hecho esfuerzos para vincular a las empresas locales con el programa. Esto se 
debe, probablemente, a que el foco de la acción de los gobiernos provinciales está orientado a la 
concreción de las inversiones mineras en la provincia y, accesoriamente, a la generación de actividad 
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y empleo local con independencia del nivel de complejidad y contenido tecnológico del mismo42. En la 
misma línea, en el caso de las actividades de ciencia, tecnología e innovación, como se ha visto, se han 
orientado principalmente a segmentos productivos “aguas abajo”, es decir, lejos de las actividades 
mineras que conciernen especialmente a las provincias. Ello pone de manifiesto una desarticulación 
entre los intereses y necesidades de las provincias, dueñas de los recursos, y los instrumentos de 
intervención, controlados por el Gobierno federal.

Asignación de regalías mineras provinciales

Jujuy Salta Catamarca
Constitución Provincial (Art.84)

Se debe afectar de manera prefe-
rente la recaudación por concepto de 
regalías o derechos de explotación 
minera a la realización de programas de 
desarrollo y obras de bien común en 
los departamentos, municipios o zonas 
donde se encuentren los yacimientos 
que los originen. 

Ley provincial 5.750 (Régimen 
de Promoción y Desarrollo de las 
Regiones Quebradas y Puna)

La afectación de lo recaudado en con-
cepto de regalías mineras debe dis-
tribuirse de la siguiente manera: 35% 
al Fondo de Promoción y Desarrollo 
de Quebrada y Puna, a fin de disponer 
acciones de promoción y desarrollo; 
y el 10% a favor de los municipios 
donde se encuentran los yacimien-
tos, los cuales se deberán destinar a 
financiar proyectos de infraestructura 
productiva, provisión de equipamiento 
y obras de bien público. La afectación 
del restante 55% de los recursos no ha 
sido expresamente definida, por lo que 
se entiende que integran los recursos 
corrientes del tesoro provincial. 

Ley 8.229 (2020)

Fija la distribución de las regalías mineras 
en un 20% para los municipios (11,25% 
para aquel donde se origine la produc-
ción minera, 6,25% para municipios no 
productores que se encuentran dentro 
del departamento productor y 2,5% para 
los municipios ubicados en departamen-
tos no productores); 10% para el Fondo 
Especial de Promoción Minera (5% para 
promoción y capacitación, 2,5% a tareas 
de fiscalización, control y estímulo; y el 
otro 2,5% a políticas de prevención y 
mitigación ambiental y social). El restante 
70% no tendría asignación específica 
siendo incorporado al tesoro provincial. 

Los recursos asignados a favor de los 
Municipios (20%) deberán destinarse por 
lo menos en un setenta por ciento (70%) 
a la realización de obras de infraestruc-
tura básica, servicios esenciales y planes 
de desarrollo local, departamental o 
regional, debidamente aprobados por 
los Concejos Deliberantes de cada 
Municipio. 

Ley de promoción minera provincial 
(8.164/ 2019)

Las empresas mineras que desarrollen 
obras de infraestructura económica y 
social de comunicación, vial, ferroviaria 
y/o energéticas, pueden compensar 
parcial o totalmente su inversión con las 
regalías mineras, con un límite de hasta 
el 50% del monto, siempre que las obras 
sean declaradas de beneficio público, y 
en armonía con las políticas y planes de 
desarrollo nacional, regional y/o local. 

Ley provincial N°5.642 (2020)

Crea una partida específica en la Ley 
de Presupuesto General provincial 
que solo tiene como contrapartida 
gastos en proyectos de inversión, 
obras de infraestructura o desarrollo 
productivo. 

La distribución de los recursos fue 
fijada en 35% para el departamento 
huésped del yacimiento productivo, 
un 5% si interviene un departamento 
distinto que contribuya con recursos 
hídricos, y el restante 60% a 65% 
corresponde a la administración cen-
tral provincial. 

42  La excepción es, como se analizó, la estrategia de la provincia de Jujuy, que no obstante ha encontrado obstáculos específicos para 
el logro de los objetivos planteados. 
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Ausencia de un enfoque estratégico y sistémico

La Tabla 7 presenta las principales políticas de desarrollo productivo y tecnológico identificadas en 
este estudio, señalando las áreas objetivo y el nivel de gobierno responsable. Del análisis de estas 
políticas es posible concluir que su diseño no responde a un enfoque estratégico y sistémico respecto 
al litio y a las actividades productivas que lo utilizan como insumo. Se observa una fuerte disociación 
entre el fomento de capacidades en los segmentos productivos aguas arriba y aguas abajo; entre los 
instrumentos orientados a promover las capacidades productivas y las capacidades tecnológicas, y 
entre las acciones desarrolladas por los distintos niveles de gobierno.

Políticas de desarrollo productivo y tecnológico orientadas al litio y sus usos en 
actividades industriales

Áreas Nivel de 
gobierno Aguas arriba Aguas abajo

Oferta

Conocimiento, 
innovación y 
tecnología

Nacional

CONICET, AGENCIA

UniLiB

CIDMEJu
Provincial

Trabajo, capacita-
ción y educación 
profesional

Nacional

Provincial Capacitación de mano de obra

Capacidad 
productiva

Nacional
PRODEPRO

Desarrollo de proveedores 
(INTI-NOA; provincias)

Provincial Fondo Especial de Promoción 
Minera (Salta, 5% de regalías) PROMEL (JEMSE, Jujuy)

Financiamiento 
y mercado de 
capitales

Nacional
PRODEPRO

Financiamiento PyME FONDEP43

Provincial
Ley de Promoción Minera (Salta, 
infraestructura por el 50% de 
regalías)

Demanda Interna
Nacional Reglamentación del Art. 21 Ley 

de Inversiones Mineras

Provincial Políticas de Contenido Local

Vigente

En desarrollo

43  Línea de financiamiento para MiPyMEs mineras
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Fuente: elaboración propia.

https://www.argentina.gob.ar/servicio/financiar-proyectos-de-inversion-para-pymes-mineras
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La falta de articulación más evidente es la que prevalece entre las iniciativas en segmentos aguas 
abajo respecto de aquellas aguas arriba. Por ejemplo, el proyecto UniLiB, que busca promover la crea-
ción de capacidades productivas de celdas de baterías, o el PROMEL, orientado a la electromovilidad, 
no están vinculados de manera directa con la producción de compuestos de litio en el país. Más bien 
se conciben e implementan como proyectos independientes que tienen una vinculación simbólica 
con el litio. Esto significa que, contrariamente a lo que podría esperarse de una estrategia de desarrollo 
basada en el aprovechamiento de un recurso natural, la dotación de recursos de litio no desempeña 
un papel relevante en estas iniciativas. En otras palabras, el litio no es utilizado como una fuente poten-
cial de ventajas competitivas dinámicas para el desarrollo de eslabonamientos productivos locales 
que contribuya a un proceso de cambio estructural. 

La falta de articulación más evidente es la que prevalece entre 
las iniciativas en segmentos aguas abajo respecto de aquellas 
aguas arriba. Contrariamente a lo que podría esperarse de una 
estrategia de desarrollo basada en el aprovechamiento de un 
recurso natural, la dotación de recursos de litio no desempeña 
un papel relevante en las primeras.

Asimismo, se registra una vinculación débil entre las actividades del sistema científico-tecnológico 
y las actividades productivas. Como se ha mostrado, la mayor porción de los recursos económicos 
y humanos se destina a actividades científicas y tecnológicas que no tienen una conexión directa 
con la producción de compuestos de litio. Esto resulta llamativo, toda vez que se trata de la actividad 
productiva que se desarrolla en el país que no solo puede ser el punto de partida para el desarrollo de 
capacidades productivas y tecnológicas, sino que también es el origen de una serie de desafíos que 
deberían concentrar la atención de los objetivos de política pública. 

Estos desafíos están vinculados con temas como el potencial desequilibrio hidrogeológico de las cuen-
cas de los salares y el impacto negativo de la actividad sobre la biodiversidad de las regiones donde 
se ubican los proyectos. También existen desafíos a partir de las demandas de las comunidades que 
habitan y desarrollan sus actividades económicas en zonas aledañas a los salares44. Atenderlos requiere 
esfuerzos orientados, por ejemplo, al desarrollo de procesos productivos más sostenibles en las prime-
ras etapas de obtención y procesamiento de recursos que, salvo algunos proyectos específicos, hoy no 
representan un foco importante de las políticas públicas en ninguno de sus niveles.

Finalmente, se observa un bajo nivel de coordinación entre el Gobierno federal y las provincias, así como 
también entre estas últimas. Esto refleja la tensión entre los incentivos de las distintas jurisdicciones. Las 
provincias aspiran a concentrar el impacto positivo de los eslabonamientos productivos en sus territo-
rios. Sin embargo, la localización de la mayor parte de la cadena de valor dentro de cada provincia no 
siempre es lo más eficiente desde el punto de vista de la asignación de factores productivos. 

Para ilustrar esta idea se puede considerar el objetivo de la provincia de Jujuy de producir baterías 
de ion de litio en su territorio, motivo por el cual se reservó el derecho a una cuota del 5% de la pro-
ducción de Sales de Jujuy y Minera Exar. La provincia, como titular del dominio originario del recurso, 
aspira a localizar la producción de baterías en su territorio. Sin embargo, este desarrollo, siempre que 
no se trate solo de un proceso de ensamblado con insumos importados, requiere contar con ciertas 
condiciones, entre las que se incluyen: recursos humanos altamente calificados, capacidades tecno-
lógicas complejas e infraestructura de calidad. Tales condiciones se verifican con mayor probabilidad 
en los grandes centros industriales del país, lejos de los depósitos donde se ubican los recursos, lo 
que justifica, por ejemplo, que el proyecto UniLiB esté radicado en La Plata. 

44  Para un desarrollo más extenso, véase Arias Mahiques, Galuccio y Freytes (2022). 
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Las tensiones no solo se observan entre el nivel nacional y provincial, sino también entre provincias. Las 
PCL han generado diferencias al interior de la región litífera, ya que los respectivos gobiernos desalientan 
la compra de bienes y la contratación de servicios y trabajadores en otras provincias. Este enfoque obs-
taculiza el desarrollo de proveedores especializados, en gran medida porque, como se ha señalado, limita 
las escalas de producción, reduciendo el mercado potencial para el ofrecimiento de bienes y servicios. 

Estas tensiones horizontales han frustrado intentos recientes de mejorar la coordinación interjurisdic-
cional de las políticas, incluyendo la dificultad para ratificar en el Congreso Nacional y en las legislatu-
ras provinciales el nuevo acuerdo federal minero alcanzado en 2017 para reemplazar al vigente desde 
199345. Dicho acuerdo procuró generar cierto consenso político y definiciones comunes en torno a 
algunos temas básicos como: mecanismos locales de promoción, educación y capacitación, infraes-
tructura, transparencia de la información o regalías y tributos46.

Reflexiones finales

En un documento anterior se planteó la necesidad de construir una visión estratégica en torno al litio, 
basada en acuerdos políticos a nivel nacional y provincial, que integre aspectos productivos, tecnoló-
gicos, sociales y ambientales e identifique una cartera de proyectos prioritarios para promover esos 
objetivos (Obaya Fundar, 2021). La falta de articulación entre objetivos, instrumentos de política y nive-
les de gobierno descrito en este documento revela el carácter crítico de esa tarea. La misma tiene dos 
dimensiones. Por un lado, es necesario reflexionar sobre qué tipo de mecanismos específicos pueden 
facilitar la resolución de los problemas de coordinación que el marco federal de gobernanza de la acti-
vidad plantea para el desarrollo de capacidades productivas y tecnológicas a partir de los recursos de 
litio. Por otra parte, es preciso iniciar una discusión entre las partes interesadas para definir qué revi-
siones del marco normativo existente permitirían alinear mejor los incentivos de los distintos niveles 
de gobierno de manera de atender los problemas identificados en este documento. 

En esta sección final se desarrollan reflexiones preliminares sobre ambas dimensiones del problema, 
las cuales serán objeto de un desarrollo posterior en otros documentos de trabajo. 

Mecanismos de articulación interjurisdiccional entre provincias y con Nación 

El proceso de construcción de una visión estratégica en torno al litio requiere la creación de espacios 
de diagnóstico y formulación de propuestas que integren a los distintos niveles de gobierno del sector 
público y a los actores involucrados en la minería de litio y en actividades vinculadas. Es fundamental 
también que esos ámbitos estén institucionalizados y que contemplen mecanismos de definición de 
agenda, seguimiento de los temas e implementación de los acuerdos alcanzados. 

En nuestro país, el ámbito de coordinación interprovincial de la política minera es el COFEMIN (Consejo 
Federal de Minería), del cual participan las autoridades de minería de cada provincia, que equivalen a un 
voto, y la autoridad nacional. El organismo es visto como asesor de la autoridad minera nacional y su 
objetivo es promover consensos y lineamientos de política y planes de acción. No obstante, se obser-
van algunos obstáculos para que funcione como ámbito de articulación de una agenda estratégica. 
Por una parte, existe una amplia heterogeneidad geológica y productiva entre las provincias y regiones 
del país, lo que se manifiesta en intereses y prioridades disímiles. Estas no coinciden necesariamente 

45  Esto pese a que el acuerdo tuvo un importante respaldo político de los gobernadores en ejercicio de las principales provincias 
mineras (Santa Cruz, San Juan y Jujuy, entre otras). 
46  Nuevo acuerdo federal minero de 2017. 

https://www.argentina.gob.ar/produccion/mineria/cofemin
https://www.argentina.gob.ar/produccion/mineria/cofemin
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/acuerdo_federal_minero_firmado.pdf


37 FundarVolver al índice

con las particularidades del litio, que está presente de manera significativa en sólo 3 de las 23 provincias. 
Por otra parte, se presenta la dificultad adicional de que los acuerdos alcanzados en este ámbito requie-
ren la aprobación del Congreso Nacional para lograr su implementación efectiva. En la arena legislativa 
se ven sometidos a una configuración diferente de intereses y enfrentan un desbalance por el peso rela-
tivo de las provincias. Por último, en años recientes la actividad productiva ha presentado características 
dispares entre las tres provincias que podían promover una agenda sobre el litio (con actividad histórica 
desde 1998 en Catamarca, incipiente —2015— en Jujuy y aún inexistente, a nivel operativo, en Salta). 
Los avances ocurridos en la exploración y desarrollo de proyectos, que han dado lugar a la construcción 
de nuevas operaciones y ampliaciones, parecen haber contribuido últimamente a una mayor homoge-
neidad de perspectivas entre ellas.

Como ámbito específico de articulación de políticas en torno al tema del litio, en marzo de 2021 las tres 
provincias del NOA que cuentan con el recurso crearon la Mesa del Litio, y manifestaron su interés por 
promover las inversiones y garantizar la seguridad jurídica. A partir de la segunda reunión, se incorpo-
raron a las deliberaciones funcionarios nacionales de los ministerios de Desarrollo Productivo, Interior 
y Ciencia, Tecnología e Innovación de la Nación. En la tercera sesión se acordó la conformación de la 
Región Minera del Litio47, con el objetivo de darle a este proceso un mayor nivel de institucionalización 
que iniciativas similares del pasado, por ejemplo en el ámbito del COFEMIN48. 

La Tabla 8 enumera los temas abordados y algunos de los acuerdos alcanzados. Como puede verse, se 
han tratado temas que han sido identificados como problemáticos en este documento. Por ejemplo, se 
acordó promover el desarrollo de la cadena de valor en el marco del PRODEPRO; se alcanzó un acuerdo 
político para avanzar en la flexibilización de las PCL, y se planteó la necesidad de lograr una mejor articu-
lación entre las tareas de investigación científica y tecnológicas y las actividades productivas. 

Temas abordados en las reuniones de la Región Minera del Litio

Año Mes Temas abordados / Principales emergentes

2021

Marzo (Salta)

Promoción de inversiones.

Beneficios fiscales y garantía de seguridad jurídica. 

Firma del Acta Constitutiva de la Mesa del Litio.

Abril “1ra” (Virtual)

Conformación de la Mesa Nacional del Lito entre Jujuy, Catamarca y Salta, con la incorporación 
del Gobierno nacional.

Respaldo de los gobernadores al proyecto de ley de movilidad sustentable.

Incorporación de investigación y desarrollo a la industrialización del litio a través del trabajo 
conjunto con universidades, centros de investigación, el INTI y el CONICET.

Trabajo conjunto para que las provincias unifiquen la normativa para la explotación del recurso 
y la industrialización, con una mirada sustentable, ambiental y federal.

Promoción de proyectos que alienten el desarrollo de la cadena de valor, en línea con el 
Programa de Desarrollo de Proveedores de la Secretaría de Industria Nacional (PRODEPRO).

47  Esta iniciativa puede enmarcarse en la facultad otorgada a las provincias por el artículo 124 de la CN, que prevé la conformación de 
regiones para favorecer el desarrollo económico y social.
48  En el acuerdo federal de 2017, en su artículo 26, había quedado conformada la “Mesa de Litio en Salares” como instancia de 
diálogo en el marco del COFEMIN
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https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/acuerdo_federal_minero_firmado.pdf
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Julio “2da” (Jujuy)

Consolidación institucional del acuerdo. Suscripción de una declaración conjunta a ser ratifi-
cada por las legislaturas de cada provincia.

Acuerdo para flexibilizar los requisitos de compre o contrate local cuando se trate de provin-
cias vecinas del triángulo.

Octubre “3ra” 
(Catamarca)

Firma de un tratado para crear la Región Minera del Litio. 

Presentación de los lineamientos de YPF para el desarrollo del sector, en colaboración con 
Y-TEC y la recientemente creada YPF Litio S.A. 

2022

Mayo “4ta” (Salta)

Se oficializa la Región Minera del Litio, aunque se encuentra pendiente de aprobación en 
cada legislatura provincial. (Posteriormente se aprobó, ver nota  al pie 50). 

Se crea el Comité Regional del Litio, integrado por titulares de la Autoridad Minera de máximo 
nivel de cada una de las Provincias (Ministerio de Minería y/o Producción). Cada Provincia 
deberá nombrar un miembro titular y uno suplente para integrar el Comité. 

Se invita a conformar dicho comité al Ministerio del Interior, Ministerio de Desarrollo 
Productivo y Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación de la Nación.

Se crean comisiones técnicas interdisciplinarias por temática.

Agosto “5ta” 
(Jujuy)

Primeras reuniones de trabajo de las comisiones técnicas.

Comisión de “Regalías y Tributos”. Se menciona “convenir un aporte especial de acuerdo a 
las particularidades de cada proyecto”.

Se anuncia la redacción del Reglamento de Funcionamiento del Comité Regional del Litio 
que “deberá estar finalizado antes del 6 de octubre de 2022”.

Se anuncian subcomisiones por temática: Infraestructura; Desarrollo de Proveedores; 
Regalías y Tributos; Minería, Ambiente y Agua, Ciencia y Tecnología; Educación y Trabajo. 

Fuente: Prensa Gobiernos de Jujuy, Salta y Catamarca, Ministerio de Desarrollo Productivo

No obstante la pertinencia de los temas abordados, sus acciones no parecen encuadrarse en un diag-
nóstico compartido que haya dado lugar a la formulación de objetivos estratégicos respecto al sec-
tor (o, en caso de hacerlo, dicho diagnóstico no se basa en un estudio de naturaleza pública)49. Esta 
vacancia no es meramente un déficit formal: la carencia de una visión estratégica hace difícil priorizar 
acciones o coordinar esfuerzos para traducir las deliberaciones en iniciativas concretas. 

En segundo lugar, desde un punto de vista operativo, la Región Minera carece de una estructura orga-
nizativa que facilite el seguimiento de los compromisos asumidos. De hecho, la propia conformación 
de la Región del Litio ha presentado demoras para institucionalizarse como tal50. Tampoco hay infor-
mación pública sobre el grado de implementación de los acuerdos alcanzados. Por ejemplo, el com-
promiso de revisar las PCL para darles alcance regional no ha sido, al momento del cierre de este 
informe, tratado por las legislaturas provinciales51. Sería deseable, por lo tanto, que la región confor-
mada esté dotada de una estructura de gestión que facilite este proceso y lo dote de un mayor nivel 
de transparencia.

49  Esto puede deberse al hecho de que, de acuerdo a distintas fuentes consultadas, la motivación inicial de la creación de la Mesa fue 
una estrategia defensiva de las provincias frente a iniciativas en el Congreso de la Nación con miras a declarar el litio un recurso estraté-
gico, sustrayéndole competencias del dominio provincial. 
50  El acuerdo para crear la Región fue celebrado el 5 de octubre de 2021, y su entrada en vigencia quedó sujeta a la ratificación de las 
legislaturas de las Provincias signatarias. Salta ratificó el mismo en diciembre 2021 (Ley n° 8.289), Jujuy en mayo 2022 (Ley n°6.278) y 
Catamarca en julio 2022 (Ley n°5.756)
51  Se entiende que la regionalización de proveedores implica revisar las leyes provinciales que regulan contenidos mínimos (ver sub-
sección sobre políticas de compre local), para incluir indistintamente a los proveedores de las provincias de la Región.
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https://boletinoficialsalta.gob.ar/instrumento.php?cXdlcnR5dGFibGE9THw4Mjg5cXdlcnR5#:~:text=LEY%20N%C2%B0%208289,DE%20JUJUY%2C%20CATAMARCA%20Y%20SALTA.
http://boletinoficial.jujuy.gob.ar/?p=242984
http://diputados-catamarca.gov.ar/aval-mayoritario-para-el-tratado-interprovincial-de-la-region-minera-del-litio/
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En tercer lugar, desde el punto de vista temático, se destaca la ausencia de asuntos relevantes en la 
agenda de trabajo cuyo tratamiento se beneficiaría de una mayor coordinación nacional. En este sen-
tido, se destacan los temas vinculados a la sostenibilidad ambiental y social. Estas cuestiones ocupan 
un espacio cada vez más importante en la agenda y son parte integral de la gobernanza del litio52. 
Resulta importante señalar que las demandas por esta agenda no solo provienen de los actores direc-
tamente afectados por los problemas de sostenibilidad, sino que también llegan —y lo harán cada vez 
con mayor fuerza— de actores de mercado.

El rol de las empresas públicas

Tal como se ha visto en el desarrollo del documento, la estrategia de crear capacidades domésticas 
en la exploración o explotación de litio apoyada en las empresas provinciales presenta limitaciones. 
Hasta el momento, las provincias han focalizado sus esfuerzos en la atracción de inversión extranjera 
directa para el desarrollo de los proyectos y han mostrado menor interés en involucrar a sus empresas 
en actividades productivas. La falta de capitalización de las compañías y el desarrollo de funciones 
administrativas vinculadas a la participación accionaria o a la gestión de áreas son factores que difi-
cultan el surgimiento de empresas provinciales activas en el desarrollo del sector. Al mismo tiempo, la 
limitante geográfica (operar dentro de los límites de la propia jurisdicción) reduce la capacidad de estas 
empresas para ganar economías de escala. 

La oportunidad de utilizar una empresa pública o mixta para crear capacidades tecnológicas, operati-
vas y organizacionales en el segmento de exploración o explotación de litio aparece con mayor clari-
dad con la irrupción de un actor como YPF53. En términos de capacidades operativas y tecnológicas, 
el conocimiento acumulado por la empresa a partir de las actividades productivas en la industria de 
hidrocarburos puede ser de utilidad para desarrollar actividades conexas (ver Box 3). Una participación 
relevante en la producción de compuestos de litio generaría economías de escala e ingresos para el 
financiamiento y el desarrollo de otras actividades a lo largo de la cadena (por ejemplo, el escalado 
industrial del proyecto de baterías de Y-Tec). Para que esto ocurra, también es necesario que el marco 
regulatorio traccione estos proyectos del lado de la demanda, por ejemplo promoviendo la consolida-
ción de un mercado local o regional de electromovilidad y energías renovables. 

Por su trayectoria y el lugar que ocupa dentro del tejido productivo local, la empresa cuenta, además, 
con otros activos intangibles que le permitirían abordar algunos de los problemas identificados en 
este documento. Tiene capacidad y experiencia para trabajar junto con las provincias en una estra-
tegia articulada, puede alinear y orientar las capacidades y los recursos existentes en el sistema de 
ciencia y tecnología y posee experiencia en el desarrollo de proveedores. Todo ello podría acelerar el 
desarrollo de proyectos incipientes y facilitar la resolución de los desafíos de naturaleza productiva y 
ambiental que enfrenta actualmente el desarrollo de la minería de litio en salares. 

De las Políticas de compre local al desarrollo de proveedores 

A lo largo del trabajo hemos señalado las limitaciones de las PCL. Se trata de un esquema que limita 
el tamaño de mercado al que pueden aspirar las empresas proveedoras de bienes y servicios, afec-
tando su capacidad para alcanzar economías de escala y aumentos de productividad. Esto configura 
un limitante para el desarrollo de un clúster productivo que pueda afianzarse en la región NOA en torno 
a la producción de litio. Asimismo, se encuentran dificultades para alcanzar los umbrales mínimos de 

52  La temática “Ambiente y Agua” recién fue anunciada como subcomisión en la última mesa en agosto de 2022. Organismos des-
centralizados como el INAI o el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de la cartera nacional no han sido mencionados entre los 
convocados a las deliberaciones de la Mesa, cuando podrían tener un rol en la definición de guías de presupuestos mínimos o de apoyo 
en el ordenamiento territorial.
53  Al cierre de este informe se ha anunciado un acuerdo para la concesión de áreas en manos de CAMYEN a YPF Litio en el departa-
mento de Fiambalá. Si bien no se conocieron detalles precisos, a priori estas áreas ofrecerían menor valor prospectivo para la explota-
ción comercial en relación con las áreas núcleo de los principales salares de la región que ya se encuentran concesionadas.
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contenido local establecidos en la normativa. En algunos casos, para poder proveer de bienes o servi-
cios a los proyectos mineros de una jurisdicción, las empresas de otras provincias se ven en la nece-
sidad de establecer acuerdos transitorios con las empresas locales que no están vinculadas con la 
actividad a desarrollar, lo que genera sobrecostos operativos y administrativos, diluye sus ganancias y 
puede provocar pérdidas de productividad.

Sin embargo, el esquema de PCL tiene limitaciones de tipo conceptual que son más profundas que las 
señaladas anteriormente. Tal como está concebido, se trata de un esquema que se orienta a generar 
empleo vinculado a las operaciones de litio, mayormente en actividades de baja complejidad tecno-
lógica. De este modo, las empresas y el empleo generado quedan sujetos a la evolución del negocio 
minero (y, más específicamente, circunscripto al ámbito de la provincia, debido a la proliferación de 
las PCL). Este esquema, de naturaleza normativa, no contribuye a crear competencias y capacidades 
o desarrollar tecnologías capaces de generar eslabonamientos horizontales, es decir aquellos que 
se producen con otras actividades del tejido productivo. Dicho de otro modo, no es una política de 
desarrollo productivo que promueva una diversificación de la matriz productiva, ni que se traduzca en 
un proceso de cambio estructural. 

Para ello, sería necesario generar programas de política orientados a la creación de estas condi-
ciones. Existen distintas alternativas para ello, entre las que se incluyen, por ejemplo, esquemas 
tipo PRODEPRO o mejorar las políticas de vinculación entre los sistemas científico-tecnológico y 
el productivo. También es posible condicionar el acceso a los beneficios establecidos en la Ley de 
Inversiones Mineras a programas de desarrollo de proveedores que se orienten a la adquisición de 
capacidades más complejas. En cualquier caso, es menester poner un acento en la necesidad de 
articular de forma federal estas estrategias dado que los retornos de estas iniciativas se incrementan 
cuando el enfoque es regional y con perspectiva local (Gomez Prieto et. al., 2019, Arza et. al, 2020). 
El INTI regional NOA y el CIDMEJu, así como las universidades nacionales de la región (UnJu, UnSa o 
UnCa) deberán jugar un rol en este sentido junto a los Gobiernos provinciales y la sociedad civil.

Los límites del marco de gobernanza actual y la economía política del 
federalismo

Por último, la implementación de políticas de desarrollo productivo y tecnológico más efectivas en 
torno al litio probablemente requiera una revisión del marco de gobernanza de la actividad minera en 
general. En efecto, lo que subyace a los problemas de coordinación identificados en este documento 
es la manera en que ese marco distribuye competencias entre los niveles de gobierno y crea incenti-
vos para los actores públicos y privados. 

Como hemos visto, el Gobierno nacional controla la mayoría de los instrumentos de política productiva 
y tecnológica y es la autoridad de aplicación de la Ley de Inversiones Mineras. Pero, como se discutió, 
dicha ley no contempla ningún tipo de condicionalidad para el acceso a los beneficios tributarios y 
fiscales por parte de las empresas, siendo que exigencias de ese tipo —por ejemplo, en términos de 
implementar programas de desarrollo de proveedores o fijar metas progresivas de integración local en 
la operación— podrían contribuir a potenciar el impacto de esos otros instrumentos de política54. En 
materia fiscal, el régimen tributario concentra ingresos en manos del Gobierno nacional, incluyendo los 
derechos de exportación que, aún siendo un instrumento imperfecto, aspiran a capturar la renta de la 
actividad. Los ingresos tributarios de las provincias tienen un techo taxativo en la Ley de Inversiones 
Mineras. Tampoco existe, como ocurre en otros países federales y unitarios, un mecanismo directo de 
redistribución de impuestos específicos hacia las provincias donde se desarrolla la actividad minera. 

54  Por tratarse de una norma de carácter nacional, la introducción de este tipo de condicionalidades no debería producir los problemas 
de economía de escala asociados a las PCL de carácter provincial. Estas condicionalidades deberían acordarse con las provincias, en 
especial con las que integran la Región del Litio, y ser definidas a partir de un trabajo técnico entre Nación y provincias que incorpore la 
perspectiva del sector privado y de organismos técnicos como el INTI. 
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En este marco, es fácil entender por qué los esfuerzos de las provincias han estado orientados, en 
primer lugar, a promover la radicación de inversiones mineras, desentendiéndose o resignando en la 
práctica otros objetivos de política “productiva”; y, en segundo lugar, a promover la localización de acti-
vidades económicas y la generación de empleo local a través de políticas de compre local. La lógica 
de esta estrategia consiste en utilizar un instrumento de política productiva, incluso en una escala 
subóptima, para compensar la debilidad de los instrumentos fiscales con que cuentan las provincias 
para capturar los beneficios de la actividad minera que se desarrolla en sus territorios. 

Analizar en profundidad las alternativas de reformulación del esquema tributario y de promoción de la 
actividad de manera de promover la generación de capacidades productivas y tecnológicas excede 
los objetivos de este documento y será el objeto de otros trabajos en desarrollo. Lo que nos interesa 
señalar es que la resolución de los problemas de coordinación identificados requiere, además de la 
generación de ámbitos de construcción de consensos y diagnósticos compartidos, atender a la com-
plementariedad de las políticas tributarias y de promoción de la actividad y al esquema de incentivos 
que las mismas establecen para los actores de distintos niveles de gobierno. Teniendo esto en cuenta, 
se podría explorar una mejora de la participación de las provincias productoras en los ingresos fiscales 
por la actividad minera que tenga como contrapartida un diseño más robusto de las políticas de desa-
rrollo de capacidades productivas, y que introduzca condicionalidades de nivel nacional en el régimen 
de promoción de la actividad. 

El otro instrumento que podría traccionar la generación de capacidades productivas y tecnológicas 
está, por diseño constitucional, en manos de las provincias. Nos referimos a la competencia para adju-
dicar y aprobar la ejecución de los proyectos mineros. Como se discutió a lo largo del documento, por 
motivos de escala, recursos y competencia sobre otras herramientas de política, el nivel provincial no 
cuenta con incentivos y capacidades suficientes para articular una estrategia integral de generación 
de capacidades en torno al recurso. Pero las propias características del régimen federal de gobierno, 
que otorga a las provincias capacidad de veto sobre cualquier modificación constitucional que afecte 
sus intereses, hace improbable una revisión de este estado de cosas. En consecuencia, para incre-
mentar las probabilidades de éxito, una revisión del marco normativo orientado a promover el diseño 
de políticas productivas y tecnológicas más efectivas deberá transitar por la reforma del esquema 
tributario y de la ley de promoción de inversiones en la actividad antes que por la revisión del régimen 
de concesiones.

  

Reflexiones
finales
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Sobre Fundar

Fundar es un centro de estudios y diseño de políticas públicas que promueve una agenda de desarro-
llo sustentable e inclusivo para la Argentina. Para enriquecer el debate público es necesario tener un 
debate interno: por ello lo promovemos en el proceso de elaboración de cualquiera de nuestros docu-
mentos. Confiamos en que cada trabajo que publicamos expresa algo de lo que deseamos proyectar 
y construir para nuestro país. Fundar no es un logo: es una firma.

En Fundar creemos que el lenguaje es un territorio de disputa política y cultural. Por ello, sugerimos que 
se tengan en cuenta algunos recursos para evitar sesgos excluyentes en el discurso. No imponemos 
ningún uso en particular ni establecemos ninguna actitud normativa. Entendemos que el lenguaje in-
clusivo es una forma de ampliar el repertorio lingüístico, es decir una herramienta para que cada perso-
na encuentre la forma más adecuada de expresar sus ideas.

Trabajamos en tres misiones estratégicas para alcanzar el 
desarrollo inclusivo y sustentable de la Argentina:

Generar riqueza. La Argentina tiene el potencial de crecer y de elegir cómo hacerlo. Sin crecimiento, 
no hay horizonte de desarrollo, ni protección social sustentable, ni transformación del Estado. Por eso, 
nuestra misión es hacer aportes que definan cuál es la mejor manera de crecer para que la Argentina 
del siglo XXI pueda responder a esos desafíos.

Promover el bienestar. El Estado de Bienestar argentino ha sido un modelo de protección e inclusión 
social. Nuestra misión es preservar y actualizar ese legado, a través del diseño de políticas públicas 
inclusivas que sean sustentables. Proteger e incluir a futuro es la mejor manera de reivindicar el espíritu 
de movilidad social que define a nuestra sociedad.

Transformar el Estado. La mejora de las capacidades estatales es imprescindible para las transfor-
maciones que la Argentina necesita en el camino al desarrollo. Nuestra misión es afrontar la tarea en 
algunos aspectos fundamentales: el gobierno de datos, el diseño de una nueva gobernanza estatal y la 
articulación de un derecho administrativo para el siglo XXI. 
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